FORMULA MANIFESTACION. SE INTEGRE LA MISMA A LA DECLARACIÓN INDAGATORIA. 
Señor Juez Federal:





  CARLOS HUMBERTO BEN, DNI 8.559.731, manteniendo domicilio en la calle 42 N° 1677, de la ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires, por si con la asistencia de sus letrados defensores de confianza Doctores CARLOS DANIEL FROMENT y ANDRÉS AGUSTÍN GRAMAJO, manteniendo domicilio procesal constituido en calle Castillo 1435, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en la causa 1614/2016, me presento ante V.S- y respetuosamente digo:

1°) – Habiendo sido convocado por V.S. para el día de la fecha a los fines de prestar declaración a tenor de lo normado en el art. 294, CPPN, vengo a formular a través de esta pieza procesal las manifestaciones que siguen relativas a los hechos que se me convoca, señalando de antemano que deben rechazarse de pleno por cuanto no soy parte de los mismos y no se aporta ABSOLUTAMENTE NINGUNA PRUEBA en mi contra. 

2º) - Desde ya manifiesto mi plena y total disposición para responder todas aquellas preguntas que V.S. y/o el Señor Fiscal consideren necesario formularme en la audiencia del día de la fecha.

3º) Esta manifestación se realiza sobre la base del descargo que se acompaña al presente y en función de la documentación que se anexa a esta presentación, sin perjuicio de la cual, SE REITERA UNA VEZ MÁS, vengo a mantener, TODAS Y CADA UNA, de las presentaciones que, tanto en forma personal como a través de mis letrados de confianza, he venido formulando en esta causa SIN QUE EL JUZGADO ATENDIERA ABSOLUTAMENTE NINGUNA DE ELLAS, dejándome en estado de indefensión y violando mis derechos constitucionales en forma absoluta e inexplicable.
4º) También, lo reiteramos, a pesar de que el Juzgado ha afectado el debido proceso, observando la prueba omitida y la no producida, manifiesto mi plena y total disposición para responder todas aquellas preguntas que V.S. considere necesarias formularme en esta audiencia.
5º) Ya hemos articulado todas las observaciones que emanan del llamativo hecho de que esta tramitara desde una sospechosa denuncia anónima que, en definitiva, NUNCA SE INVESTIGÓ y se convirtió en un proceso direccionado a aplicar “derecho penal de autor”, respecto de Carlos Ben, renunciándose a la constitución y las leyes, afectando mis derechos constitucionales por lo cual dejo las más amplias reservas de ley.
6º) A ello se suma que el Juzgado, arrogándose conocimientos técnicos que obviamente, no posee pretende estimar un perjuicio que NO EXISTE y fijar un EMBARGO total y absolutamente injustificado y arbitrario.

Consecuentemente nulo de nulidad absoluta.

7º) Además de las manifiestas irregularidades de las que se han dado detalladas y precisas descripciones, se intenta este acto también irregular, movido por hechos cuya descripción ni siquiera incluyen a Carlos Ben.

Los motivos por los cuales se ha dispuesto la convocatoria a prestar declaración en los términos del art. 294. CPP, a quienes se atribuye intervención desde la República Oriental del Uruguay, con la creación de la empresa Sabrimol Trading y la administración de su cuenta bancaria en el Banco Itaú (de momento la única conocida), de los empresarios que, según el criterio sostenido por la OFICINA ANTICORRUPCIÓN, se habrían visto beneficiados, y a los funcionarios que se consideran responsables del supuesto e inexistente direccionamiento de la contratación, generando el ámbito en el cual habrían desarrollado las maniobras ilícitas investigadas, de las cuales Carlos Ben no ha sido parte.
En tal escenario se me ha convocado a prestar declaración, imputándoseme algún grado de participación criminal en hechos que han sido calificados por la Oficina Anticorrupción como configurativos del delito de cohecho.

8°) Frente a ello, liminarmente afirmo que no he intervenido, bajo ningún grado de participación, ni en forma directa ni indirecta, ni en forma personal ni por interpósita persona, en ningún ilícito, no he percibido ni he facilitado la percepción de suma indebida alguna, ni para mi persona, ni para terceros, siendo absolutamente ajeno a los hechos narrados tanto por la Oficina Anticorrupción, como por la Fiscalía interviniente como en el decisorio que dispuso mi comparendo ante V.S. 
9º) Como lo he sostenido a lo largo de esta causa no sólo en relación a los supuesto “sobornos” descriptos, no he cometido ningún delito, lo que debe ser reconocido con el sobreseimiento de Carlos Ben, anulándose todas las medidas adoptadas respecto de su persona y de su entorno familiar.

10º) Así como no he cometido delito de relación a las licitaciones y contratos de las obras investigadas, menos aún en relación al cobro de suma de alguna de dinero como se pretende, apoyándose en una teoría globalizante donde se es culpable si se cumplen las normas y otro donde se es culpable porque un funcionario público establecido en la escala estructural, visitaba la empresa para reuniones de trabajo (Ver D.N.U. 304/06 ratificado por la ley 26.100).

Verdaderamente un insulto a la inteligencia de la ley.

Por otra parte, NO EXISTE DEFENSA ALGUNA FRENTE A TRES PREMISAS SOSTENIDAS POR QUIENES TIENE LA MISIÓN DE INVESTIAR Y ADMINISTRAR JUSTICIA.

-HUBO ACUERDOS PREVIOS (Juez Casanello)

-LAS FORMAS Y PROCEDIMIENTOS SON PERFECTOS PERO SINÓNIMO DE DELITO (Fiscal Delgado)

-LA LEY FUE CÓMPLICE ESTRUCTURAL, UN VEHÍCULO PARA DELINQUIR (Fiscal Delgado)

Un verdadero cuadro de prejuzgamiento. No se investigan ni juzgan los hechos, sino la persona en una vinculación forzada y forzosa por haber pertenecido a una sociedad (AySA) que contrató con Odebrecht una obra.

La conclusión es falsa porque las PREMISAS LO SON. En relación a Carlos Ben sin lugar a dudas.

Expuesto como está el caso el deseo del Fiscal Delgado de retornar a la Inquisición podría volverse realidad, ya que aquí se ha invertido la carga de la prueba: Carlos Ben es culpable: solo queda que demuestre su inocencia.

ESTO CONDUCE A UN JUICIO SIN GARANTÍAS: de presunción de inocencia (prejuzgamiento evidente); sin mérito de las pruebas producidas por el mismo tribunal, sin acceder a la prueba solicitada, ni aún la requerida en la indagatoria (art. 304/CPPN), y sin acceder a ninguna de las múltiples pruebas presentadas; en concreto indefensión de manera absoluta, irregular y violación sistemática de las garantías constituciones, afectando todo ello el debido proceso y tiñendo la causa –en lo que hace a Carlos Ben- de una manifiesta nulidad. 

11°) – En primer lugar, destaco que, tal como lo he explicado ampliamente en estas mismas actuaciones, no he cometido ningún acto ni omisión susceptibles siquiera de ser calificadas bajo el tipo penal de defraudación por administración fraudulenta en perjuicio del Estado Nacional, en relación a los contratos que permitieron la construcción de las plantas de Paraná de las Palmas y de Berazategui.

Mi accionar como integrante del Directorio a cargo de la Presidencia de dicho órgano ejecutivo de “AYSA S.A.” no ha dado lugar a la comisión –bajo cualquier grado de participación- de delito alguno, mucho menos mi desenvolvimiento en aquella actividad directiva ha dado lugar a la participación en el delito de administración fraudulenta en perjuicio del Estado Nacional. (Ver Anexo).
He actuado en tales contrataciones con estricto apego a mis deberes y obligaciones como integrante del Directorio de “AYSA S.A.” a cargo de la Presidencia de dicho órgano, en función de los dictámenes y antecedentes que, fundados, fueron sometidos a la consideración de dicho Directorio, lo que explica que jamás haya tenido relación alguna con ningún clase de soborno, ni de cohecho, ni de dádiva, ni de ningún tipo de beneficio proveniente de las firmas adjudicatarias, de ni sus asociados, ni de sus representes, ni de terceros. 

De ninguna manera y bajo ninguna modalidad.

12º) – Con relación a las firmas referidas en estas actuaciones como instrumentos o vehículos para el supuesto pago de sobornos vinculados a las obras licitadas por “AYSA S.A.” desde ya señalo que no he tenido jamás, ni a título personal, ni como integrante de persona jurídica alguna, vínculo de ninguna especie con las sociedades “KLIENFELD SERVICES LTD, TRIDENT INTER TRADING LTD, INNOVATION RES ENG DEVOLPMEN LTD, SELECT ENGINEERING CONSULTING AND SERVICES, “MAGNA INTERNACIONAL CORP”, “SABRIMOL TRADING S.A.”, “MEINL BANK” ni “CREDICORP BANK”.
Ningún tipo de vínculo.
Y no he recibido, de ningún modo, ni a través de interpósita persona física o jurídica, suma de dinero alguna, ni ningún otro tipo de beneficio, de parte de dichas personas jurídicas, ni de sus integrantes, ni de sus directivos y/o representantes legales. Ni antes, ni durante, ni después de llevadas a cabo las obras cuya ejecución se encuentra investigada en autos. 

13º) – La Oficina Anticorrupción señala que los sobornos denunciados como ocurridos en relación a la obra de la Planta Potabilizadora de Paraná de las Palmas transcurrieron “desde el año 2012 hasta fines del 2014”. 

Sin embargo, dicha parte querellante considera que aquellos pagos se vinculan con un acuerdo espúreo que habría ocurrido antes de haberse licitado la obra, o sea en al año 2007, algo que resulta a todas luces insostenible, dado que evidencia una completa autocontradicción en el relato de aquella repartición fiscal, en tanto se sostiene en una misma pieza procesal que los pagos habrían sido vehiculizados a través de JORGE RODRIGUEZ, y que dicha persona en realidad habría comenzado a “terciar” en la maniobra denunciada recién a partir de 2012.

Vale decir entonces que según la tesis oficial receptada –lamentablemente- por V.S. los imputados de esta causa habrían llevado a cabo un prolongado procedimiento de elaboración de pliegos, aprobación de los mismos, tramitación del procedimiento licitatorio, celebración de contrato y ejecución parcial del mismo –hasta 2012- desde el año 2007 con la “esperanza” de que cinco años más tarde iba a aparecer una persona que habría de facilitar el pago de sobornos que serían la contraprestación ilegal de actos llevados a cabo un lustro antes.
 Realmente es insostenible. 
14º) – Con relación a los hechos ventilados en la causa “López José s/ enriquecimiento ilícito”, como asimismo al expediente relativo a las obras de soterramiento del “tren Sarmiento”, no existe ninguna vinculación con las contrataciones efectuadas por “AYSA S.A.”, así que las sospechas que la parte querellante, o bien el Fiscal interviniente, o aún V.S. pudieren tener sobre los ilícitos allí investigados en absoluto pueden extrapolarse al caso materia de esta causa, y mucho menos a mi actuación como miembro del Directorio de la concesionaria “AYSA S.A.”

La firma IECSA no ha tenido nada que ver con las obras investigadas en esta causa, como tampoco ha tenido ninguna injerencia en los hechos investigados en este legajo ni el señor Manuel Vázquez, ni el señor Sánchez Caballero, quienes sencillamente son personas desconocidas para mi persona.

La actuación que pudo haberle cabido a funcionarios públicos que intervinieron en las obras del soterramiento del tren Sarmiento, como sus vínculos con JORGE RODRIGUEZ, son absolutamente extraños a la ejecución de las obras licitadas por “AYSA S.A.”  

15º) – Semejante situación me conduce, inexorablemente, a equiparar la imputación que se materializa en este acto en mi perjuicio con el igualmente arbitrario procesamiento dictado por V.S. –actualmente en revisión por la Excma. Cámara Federal de Apelaciones- a través del cual se me atribuye responsabilidad penal en la “administración fraudulenta” descripta como cumplida en perjuicio del “Estado Nacional”. 

De hecho, ambas imputaciones vienen inexorablemente ligadas, dado que V.S. considera que aquella supuesta e inexistente “administración fraudulenta” fue de algún modo “retribuida” o “compensada” por el pago de “sobornos”, o sea por un cohecho.
Y como V.S. explica la existencia de “sobornos” abonados por la empresa Odebrecht con los supuestos e inexistentes beneficios que dicha empresa habría recibido como consecuencia de las “irregularidades” atribuidas, entre otros, a este imputado, está claro que en esta defensa material debo remitirme a todos y cada uno de los planteos articulados contra el procesamiento arbitrariamente decidido en mi perjuicio.

16º) – Debo ejercer entonces mi defensa frente a las manifestaciones volcadas por la Oficina Anticorrupción y por el Ministerio Público Fiscal, que se remiten a hechos vinculados al accionar atribuido al señor Jorge E. Rodríguez, a sus supuestos socios y empleados, a la empresa Sabrimol –entre otras razones sociales-, y, en definitiva, a la vinculación que todos ellos tendrían con la Empresa Odebrecht, pero sin que exista ningún vínculo –NI SIQUIERA EN EL RELATO DE LA PARTE ACUSADORA-, entre el desenvolvimiento de aquellos y este imputado.

El razonamiento seguido por V.S., para acompañar la hipótesis de la Oficina Anticorrupción y del Fiscal DELGADO puede reseñarse de la siguiente manera:

a) Que Obedrecht, a través de sus directivos más encumbrados, confesó pago de sobornos a políticos, directivos y autoridades en diversos países.

b) Que cualquier persona (en oportunidades seleccionadas mediáticamente) que haya tenido actividades vinculadas a esta confesa empresa – sin importar comportamientos reales- han sido sobornados.

Algo que no resiste el menor análisis. Es antijurídico.
Especialmente en mi caso cuando, reitero, no existe ningún indicio que corrobore las sospechas de “sobornos” irresponsablemente lanzadas por la Oficina Anticorrupción y por el Ministerio Público Fiscal.
17º) – Lo absurdo de la “sospecha” ligeramente echada sobre este imputado se profundiza aún más si se tiene en cuenta que esta causa se inició con una denuncia anónima, modo de inicio de una causa penal que no se encuentra legalmente habilitada en la legislación vigente.
“Denuncia” anónima que, además, si bien involucraba a tres personas, sólo fue receptada y seguida en relación a una sola de ellas, iniciándose de esa manera un direccionamiento que se se vió profundizado en otras medidas que he objetado desde el mismo momento en que tomé intervención en estos obrados.
Entre otras medidas que exhiben un absoluto y total destrato hacia mi persona, señalo, a mero título ilustrativo, la decisión de decretar la inhibición general de bienes de TODOS LOS INTEGRANTES de mi familia, remedio cautelar que no fue replicado en relación a ninguno de los restantes –y numerosos- imputados de esta causa.
De igual modo, la decisión de V.S. de incluir en dicha inhibición a mis padres fallecidos hace años, situación absolutamente inconducente, desde el momento en que los decesos de aquellos ocurrieron antes de verificarse los supuestos “sobornos” por los que he sido citado a prestar declaración indagatoria, de modo que la inhibición general de bienes anotada para impedir supuestamente la transmisión de bienes de mis padres (que no tienen) a favor de sus causahabientes, en el marco de sus respectivos sucesorios, (que no existen) debe cesar en forma inmediata, tal como lo vengo solicitando en estas mismas actuaciones.
18º) – El origen ilícito de la investigación penal que se corporiza en estas actuaciones se vincula con una DENUNCIA ANÓNIMA no sólo no prevista en la ley, sino contraria a principios elementales del Derecho Constitucional.

Todo lo cual ha sido analizado por mis abogados defensores, resaltándose en especial que la recepción y tramitación de una “denuncia anónima” lesiona las garantías constitucionales tal como el mismo Fiscal Delgado lo destacó en una obra específica de la que ya se dio cuenta, en sí la que se brindaron muchos y muy válidos fundamentos que justifican el rechazo de tal modo al inicio de una causa penal.
Argumentos que el Fiscal no llevó a la práctica en este caso.

Esta es la tapa del libro del Dr. Delgado.
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19º) – Debo asimismo dar por reproducido en esta presentación algo que es dirimente en esta causa. 

Todas las imputaciones que se me endilgan parten de un presupuesto groseramente erróneo.

Es que se me considera, indebidamente, como FUNCIONARIO PÚBLICO en la época de los hechos, cuando en realidad, mi situación de revista –que provenía de una Sociedad Anónima (Aguas Argentinas S.A.)- no era tal, como lo acredita la certificación que seguidamente se plasma:
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CERTIFICAMOS :qu‘e el Sr, Carlos Humberto Beh, qutén ‘acredita su idéﬂtidéd\
mediante DNI N°8.559.731, presto servicios en Agua y Saneamientos
Argentinos S.A. CUIT N° 30-70956507-5, desde el 21/3/2006 fecha de
creacion, cuya relacion laboral se basd en el Contrato de Trabaja que habsa‘
suscripto con Aguas Argentinas S.A., por transferencia del personal afectado a la
misma y que continué hasta su jubilacion en marzo de 2017.

Por sus tareas recibi6 los emolumentos que se detallan en forma anexa. ‘

‘Se extiende ef presente Certificado a pedldo del interesado, para ser presentad
*ant& quien corresaonda, en Buenos Aires a los 4 dias del mes de Julio de 2018,

LUIS AVERSANG
JFCTOR DE RECURSOL fidhNO!





20º) – Lo que se encuentra demostrado, también, por la normativa que rige el funcionamiento de la empresa “AYSA S.A.” (ley 26.100), cuya parte pertinente se plasma a continuación:
[image: image3.jpg]Art, 6° — Ordénase la inscripcion respectiva
por ante la INSPECCION GENERAL DE JUSTI-
CIA y deméas Registros Publicos pertinentes, a
cuyo fin asimilase la publicacion de la resolu-
ci6n aprobatoria del Acta Constitutiva y de los
Estatutos de la Sociedad en el Boletin Oficial
de la Republica Argentina a lo dispuesto en el
articulo 10 de la Ley N° 19.550 —t.0. 1984—y
sus modificatorias.




[image: image4.jpg]Art. 7° — Establécese que la totalidad del per-
sonal afectado a la ex concesionaria Aguas Ar-
gentinas S.A., de conformidad con las clausulas
7.12.1y 14.9.9.1 del contrato de concesioén opor-
tunamente suscripto entre el ESTADO NACIONAL
y dicha empresa, continuara prestando sus servi-
cios en AGUAY SANEAMIENTOS ARGENTINOS
SOCIEDAD ANOMINA.

Art. 8° — La nueva sociedad regira las relacio-
nes con su personal por la Ley N° 20.744 de Con-
trato de Trabajo —t.0. 1976— y sus modificato-
rias, y los Convenios Colectivos de Trabajo que
hubieren sido celebrados con las asociaciones
gremiales representativas de su personal,




21º)  Se tergiversa LA NATURALEZA JURÍDICA al pretender considerar a AySA como organismo público y no como sociedad anónima, que tiene la calidad de tal según la inscripción en la Inspección General de Justicia (IGJ) que a continuación se plasma:

[image: image5.jpg]



[image: image6.jpg]ESTATUTO:

TITULO I: NOMBRE, REGIMEN LEGAL, DO-
MICILIO Y DURACION

ARTICULO 1°- La Scciedad se denomina
“AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS SO-
CIEDAD ANONIMA “(AGUA Y SANEAMIENTOS
ARGENTINOS S.A.). Se regira por estos Estatu-
tos y por lo previsto en el Capitulo 1l, Seccion V,
Articulos 163 a 307 dela Ley N° 19.550 (t.0. 1.984).

ARTICULO 2°- El domicilio legal de la sociedad
se fija en la Ciudad de BUENOS AIRES, en la di-
reccion que al efecto establezca el Directorio.

ARTICULO 3°- El término de duracion de la
Sociedad sera de NOVENTAY NUEVE (99) afios,
contados desde la fecha de inscripcion de este
Estatuto en la INSPECCION GENERAL DE JUS-
TICIA. Este plazo podra ser reducido o ampliado
por resolucion de la Asamblea Extraordinaria.

I





Ello, tal como lo dispone la ley 26.100 (Artículo 6°) que se agrega para mejor ilustrar la situación así como los artículos 1° a 3° del Estatuto de la Sociedad (ley 26.100 Anexo I).
22º) Insiste el Juzgado en su visible error al atribuirme en forma personal, exclusiva y excluyente las potestades de ADMINISTRACION Y ORGANIZACIÓN cuando la ley 26.100 dispone en forma expresa, clara y contundente que la Administración y organización de AySA S.A. está a cargo de un DIRECTORIO.

Art. 2º: EL NOVENTA POR CIENTO (90%) del capital de la sociedad que se crea mediante el articulo precedente pertenecerá al ESTADO NACIONAL, ejerciendo dicho titularidad el MINISTERIO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PÚBLICA Y SERVICIOS. El restante DIEZ POR CIENTO (10%) del capital social corresponderá a los ex trabajadores de Obras Sanitarias de la Nación adheridos al PROGRAMA DE PROPIEDAD PARTICIPADA en virtud del cual se incorporaron oportunamente como accionistas de las ex concesionarias Aguas Argentinas S.A. conforme al Anexo I del Decreto Nº 1944/94.  

Art. 3º: Apruébase el Acta Constitutiva y los Estatutos Societarios de AGUAS Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS SOCIEDAD ANÓNIMA, que como Anexo I forman parte integrante del presente.

Art. 4º: Ordénase la protocolización del Acta Constitutiva y sus Estatutos Societarios a que se refiere el artículo anterior, así como toda actuación que fuere menester elevar a escritura pública a los efectos registrales, a través de la ESCRIBANÍA GENERAL DEL GOBIERNO, sin que ello implique erogación alguna.

TÍTULO V: DE LA ADMINISTRACIÓN Y REPRESENTACIÓN

Artículo 16º: La administración de la Sociedad estará a cargo de un directorio designado por la asamblea compuesto por, CINCO (5) directores, pudiendo designarse igual número de suplentes, de los cuales CUATRO (4) serán designados por las acciones Clase A y UNO (1) por las acciones Clase B, que durarán tres TRES (3) ejercicios en sus funciones, pudiendo ser reelegidos.

Artículo 25º: El Directorio tiene los más amplios poderes y atribuciones para la organización y administración de la Sociedad, sin otras limitaciones que las que resulten de la ley, el Decreto que constituyó esta Sociedad y el presente Estatuto. Se encuentra facultado para otorgar poderes especiales, conforme al Artículo 1881 del Código Civil y el Artículo 9º del Decreto – Ley Nº 5965/63 operar con instituciones de crédito oficiales o privadas, establecer agencias, sucursales y toda especie de representación dentro y fuera del país; otorgar a UNA (1) o más personas, poderes judiciales, inclusive para querellar criminalmente, con el objeto y extensión que juzgue conveniente; para nombrar gerentes y empleados, fijarles su retribución, removerlos y darles los poderes que estimen convenientes; proponer, aceptar o rechazar los negocios propios del giro ordinario de la Sociedad; someter las cuestiones litigiosas de la Sociedad a la competencia de los tribunales judiciales, arbitrales o administrativos, nacionales o del extranjero, según sea el caso; cumplir y hacer cumplir el estatuto Social y las normas referidas en el mismo, vigilar el cumplimiento de sus propias resoluciones; y, en general, realizar cuantos más actos se vinculen con el cumplimiento del objeto social. La representación legal de la Sociedad será ejercida indistintamente por el Presidente y el Vicepresidente del Directorio, o sus reemplazantes, quienes podrán absolver posiciones en sede judicial, administrativa o arbitral; ello, sin perjuicio de la facultad del Directorio de autorizar pata tales actos a otras personas.

De igual manera ese Juzgado ignora de ex profeso la función de REPRESENTACION que la ley 26.100 asigna sin lugar a dudas o interpretaciones al Presidente del Directorio (en este caso Carlos Ben), tal como surge del artículo 25º precedentemente transcripto.
        23º) En esta ocasión he optado por plasmar del modo que antecede lo que he venido sosteniendo a lo largo de todas y cada una de mis presentaciones anteriores, para exhibir del modo más claro y evidente posible que el criterio seguido por V.S., por la Oficina Anticorrupción y por la Fiscalía es absolutamente equivocado, al atribuirme la responsabilidad en la adjudicación de las obras de “Planta Potabilizadora de Agua “Juan Manuel de Rosas”, en Tigre, cuando ello NO ES VERDAD, ya que como ha sido acreditado de manera concluyente, tal acto fue realizado por el Directorio y la Comisión Fiscalizadora, en cumplimiento del Estatuto Societario y ley 26.100.
De igual manera en relación a la ADJUDICACIÓN de la obra “Planta de Pretratamiento cloacal” “Del Bicentenario” en Berazategui”.

Se trata, reitero, de un error dirimente para esta causa, puesto que V.S. ha decidido, sobre dicho desacierto, edificar todas las imputaciones lanzadas en mi perjuicio, calificando mi actuación desde la aplicación de una normativa de Derecho Público que es ajena al desempeño y funcionamiento de la firma AYSA S.A.

Esta tergiversación de las normas resulta asaz delicada y no pueden ser modificadas por ese Juzgado ya que la ley no ha sido cuestionada por ningún organismo público y mucho menos aún por la justicia en ningún ámbito que le tocó intervenir.
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Art. 11. — AGUAY SANEAMIENTOS ARGEN-
TINOS SOCIEDAD ANONIMA se regira por las
normas Yy principios del Derecho Privado, por o
que no le seran aplicables 1as disposiciones dela
Ley N° 19.549 de Procedimientos Administrativos
y sus modificatorias, del Decreto N° 1023 de fe-
cha 13 de agosto de 2001 —Régimen de Contra-
taciones del Estado—y sus modificatorios, de la
Ley N° 13.064 de Obras Publicas y sus modifica-
torias, ni en general, normas o principios de dere-
cho administrativo




24º) V.S., la Oficina Anticorrupción y el Ministerio Público Fiscal identifican que se perjudicó a la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, cuando claramente los fondos aplicados a las obras han sido antes y después de la actividad de Carlos Ben, fondos que pertenecían Agua y Saneamientos Argentinos (AySA S.A.).

Y se me incluye, indebidamente, dentro de los sujetos que se identifican, como “funcionarios públicos”, que habrían percibido “sobornos”, siguiéndose los dichos vertidos en jurisdicción extranjera por testigos de otras causas, cuyos dichos de ningún modo pueden aplicarse a mi persona no sólo porque no percibí ningún tipo de soborno, sino porque mi actuación no fue la de un funcionario público y particularmente ante estas empresas. A los hechos me remito.
25º) – Los dichos fueron materia de debida acreditación en esta causa, a través de la prueba documental que he aportado, y que lamentablemente no ha sido ponderada por V.S. en ninguna de sus resoluciones dictadas en esta causa.

En efecto:
· He presentado decenas de documentos para colaborar con la investigación; V.S. dispuso tenerlas presentes en su momento, sin embargo ello nunca ocurrió.  

· He solicitado la producción de múltiples probanzas en otras tantas oportunidades procesales; sin embargo, solo se accedió en dos de ellas, cuyo resultado tampoco fue merituado ni ponderado en ninguna de las resoluciones dictadas por V.S. y luego no se ponderaron.
· He pedido y reiterado más de cinco veces la realización de prueba esencial para la causa, como la PERICIAL, lo que nunca fue admitido por V.S.
Esto, en el centro de hipótesis que NO SE APOYAN EN PRUEBAS sino en teorías o afirmaciones que se basan en generalizaciones o suposiciones o derecho penal de autor:

26º) – Por ello es que la convocatoria que da origen a estas manifestaciones no tiene razón de ser porque NO HE COBRADO, NI ACORDADO, NI PROMETIDO, NINGUNA PREBENDA, NI COIMA PARA FAVORECER A ODEBRECHT, SUS SOCIOS U OTRAS PERSONAS QUE PUEDAN O NO ESTAR VINCULADAS A ALGÚN DELITO.
Al contrario, V.S. conoce que Carlos Ben no figura en ningún listado, lo que fue confirmado por Meirelles y Youseff en la Fiscalía y Mameri en su delación premiada.
Surge de esta misma causa:
a) No existe ninguna prueba concreta que demuestre, la existencia de delitos atribuibles a mi persona en las contrataciones que son investigadas en esta causa. 
b) En ese contexto, resulta a todas luces absurdo considerar que he percibido sobornos de contratistas de aquellas obras porque José López visitaba AySA o este imputado en su condición de miembro del Directorio de dicha empresa concurría a la Secretaría de Obras Públicas de la Nación para las reuniones de trabajo que se citaban, en general con presencia de múltiples personas de organismos y responsable de planes.  
c) Aunque mi nombre no forma parte de ningún listado de personas aludidas en las declaraciones prestadas en el extranjero, se me incluye en la imputación que se materializa en la indagatoria a la que concurro, aunque sigo considerándolo absolutamente injustificado.
La circunstancia de que el Ing. José López visitara AySA en razón de sus funciones (como si fuera un delito) resulta a todas luces inconducente para abastecer la imputación que se me formula.

No he tenido ni tengo nada que ver con:

-Sabrimol Trading S.A. 

-Off Shores
-Odebrecht y su ingeniería de sobornos

-Jorge E. Rodriguez y sus vínculos

-Sr. Mameri y sus dichos

-Nelly Entertaiment

-Los vuelos citados en esta causa.
-Los pagos que se pudieran haber realizado

-Las transferencias

-Las comunicaciones telefónicas.
-Los gerentes de Sabrimol y demás empresas

-Los 5 cuadros realizados por el Fiscal Degado

-Las facturaciones de Odebrecht y Jorge E. Rodríguez

-Pantalla o computadora de Mauricio Couri Ribeiro

-Ni con el Sr. Wagner, en el sentido de lo descripto o en cualquier instancia que pueda ser calificada como delito.
-Ni los socios de Odebrecht

- Ni los “doleiros” o conectores de Odebrecht

En consecuencia resta decidir la falta de mérito de Carlos Ben en esta investigación.

27º) – Enfrento, entonces una imputación sórdida en tanto se me atribuye la comisión de un delito que sólo puede ser cometido por funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones, y a través de un acuerdo de voluntades ilícito con el “aportante”.

Algo que, en mi caso, no se verifica en absoluto.

No soy ni he sido funcionario público, lo que ha sido acreditado en forma documentada, desde antes de este acto procesal.

V.S reconoce que AySA es una sociedad anónima, pero sin embargo insiste en atribuir la condición de “empresa pública” a AYSA S.A. por el sólo hecho de que la misma presta un servicio público, según su resolución.
Muchas sociedades y empresas prestaban y/o prestan servicios públicos y de, accederse a esta lábil interpretación, sus integrantes serían funcionarios púbicos (o lo fueron).

Entre ellos, solo como referencia, se pueden citar, además de la antecesora Aguas Argentinas S.A., empresas también de servicios públicos:

· Edenor

· Edesur

· Edelap

· Metrogas

· Camuzzi.
· Telefónica de Argentina.

· Telecom.

· Las cooperativas de servicios públicos que existen a lo largo y a lo ancho de nuestro país.

· Las empresas del servicio público de transporte de pasajeros. 
· Andes Líneas Aéreas.
· LATAM.
· Avianca. 

· Aeropuertos Argentinas 2000.

· Concesionarias de autopistas.

· Andreani.

· Oca.

· Metrovías.

Entre muchísimas otras, todas personas jurídicas privadas que tienen a su cargo la prestación de servicios públicos sin que, por ello, se transformen en empresas del Estado.
Siempre estoy haciendo mención a empresas que prestan servicios públicos propios en nuestro país.

Ergo, ninguno de los integrantes de esas empresas son funcionarios ni empleados públicos, a pesar de que presten servicios públicos, y en algunos casos reciban SUBSIDIOS DEL ESTADO.

En concordancia con ello, el artículo 7° del D.N.U N° 304/06 contempla:

<<Establécese que la totalidad del personal afectado a las ex concesionarias Aguas Argentinas S.A., de conformidad con las cláusulas 7.12.1 y 14.9.9.1 del contrato de concesión oportunamente suscripto entre el ESTADO NACIONAL y dicha empresa, continuará prestando sus servicios en AGUA Y SANEAMIENTOS ARGENTINOS SOCIEDAD ANÓNIMA>>

En esta situación se encontraba Carlos Ben

Y para confirmar el status jurídico en la materia, el artículo 8º de DNU Nº 304/06 (convalidado por la ley 26.100) establece de manera expresa:

“La nueva sociedad regirá las relaciones con su personal por la ley Nº 20.744 de Contrato de Trabajo –T.O. 1976- y sus modificatorias, y los Convenios Colectivos de Trabajo que hubieren sido celebrados con las asociaciones gremiales representativa de su personal”.

Tal como lo he documentado continué con mi contrato laboral, y la tarea de Presidente del Directorio fue “ad – honorem”.

Al margen de ello, en las tareas que realicé en AySA, NUNCA FUE con actos infieles, acuerdos espúreos (ni previos ni posteriores) con NINGUNA PERSONA, EMPRESA, PERSONEROS, REPRESENTANTES, INTERMEDIARIOS, etc. relacionados, directa o indirectamente, con las obras investigadas.
Las afirmaciones de V.S. de “acuerdos previos” y entornos de sobornos no encuadran en mi accionar y, salvo esa inferencia meramente subjetiva, en autos NO EXISTE NINGUNA PRUEBA en ese sentido.

Más bien, todo lo contrario, no obstante que el Juzgado decidió ignorar las constancias documentales obrantes en esta causa, lo que ha justificado sobradamente nuestro reiterado reclamo.

28º) - Los aspectos relativos a los temas contractuales licitatorios, de precios, direccionamientos, adicionales, ampliaciones de plazo, financiamiento BNDES, entre otros, han sido suficientemente abordados en anteriores presentaciones que he efectuado en esta causa, y desmienten cada una de las afirmaciones que conllevan a la manifestación de “groseras irregularidades” y sus fallidas descripciones.

A tales postulaciones procesales obviamente me remito, sin perjuicio de lo cual considero oportuno remarcar algunos de los desaciertos incurridos por la Oficina Anticorrupción:
a) Señala que para julio de 2017 AySA informó a APLA que por “la obra aludida” (Se refiere seguramente a la Planta Potabilizadora de Tigre) “se pagaron $7.197.333.708,44 y están pendientes $20.084.470,73”, dato que la propia AySA rectificó ante V.S., incluyendo el testimonio del cdor. Roldán, que la querella debiera conocer a esta altura de la causa.
b) Repite fatigosamente las mismas consideraciones que V.S. al entender que constituyen DELITO las contingencias contractuales, sin tener en cuenta que las circunstancias se repiten en múltiples contratos, en especial de magnitud, de las que ese Organismo podría tener conocimiento al margen del ya presentado por Carlos Ben.
Veremos más adelante temas en detalle acerca de los comentarios de este Organismo que tiene una controvertida conducción, por la diferente consideración de su conducta según en qué momento desarrolló su tarea el investigado.

De tal suerte que, al igual que V.S. omite algunos episodios o situaciones que evidencian una distinción inaceptable entre hechos acontecidos en diferentes administraciones de gobierno.

29º) Los contratos NO CULMINARON el 31/12/15 (para marcar un ejercicio completo).

En este análisis solo referiré a la Planta de Tigre, habida cuenta que la Oficina Anticorrupción expresó que, de momento, no había elementos de juicio respecto a Berazategui y el Fiscal no hace referencia a este punto.
LA OBRA CONTINUÓ, es cierto, con otra gestión en AySA, pero se hizo sin alterar la línea básica, a excepción de lo que surge de la adenda 12, que –como se dijo- fue pasada por alto.

Lo que NO PUEDE ni el Juzgado, como la querellante y especialmente el Fiscal, es OMITIR que se trata de un contrato en ejecución y merece, que sea analizado completo por cuanto:

-la obra continuó como estaba contratada, con los mismos costos, los que no merecieron ninguna observación y se pagaron sin reservas.
-de igual manera en relación a las redeterminaciones de precios.

-y en especial con un documento que –como fue señalado- inexplicablemente se dejó de lado y resulta clave para anular decisiones adoptadas. Documento que se reconoce como ADDENDA 12.
¿Cuál es el significado de esta addenda que las autoridades judiciales y la querellante ignoran sistemáticamente?

Primero: es una adenda con tiene dos facetas bien diferenciadas: una que la hace similar a las anteriores que se aprobaron, con documentos e informes que la justifican; decisiones que se adoptan, intervenciones técnicas, económicas y jurídicas, intervención de la Comisión Fiscalizadora y finalmente APROBACIÓN por parte del DIRECTORIO.

Segundo: lo que contiene diferente de las que antes resolvieron cuestiones similares es que, en esta oportunidad, SE MODIFICARON las renuncias que habitualmente se imponían a la contratista y SE DEJARON SIN EFECTO LAS MÚLTIPLES MULTAS APLICADAS.

Tercero: mediante esta addenda se acuerda:

a) Un nuevo Plan de Trabajos

b) Se amplió el plazo de la obra

c) Se dejó sin efecto la aplicación de multas 
d) Se acepta la Nota de Pedido Nº 9.988 )antes  rechazada por la Inspección de Obra (I.O.)
e) Se RATIFICAN LAS ONCE (11) ADDENDAS   que se habían firmado hasta esa fecha.
f) Se exige la renuncia por reclamos pero solo por atrasos de pagos del BNDES

ES DECIR:

-SE RATIFICA TODO LO REALIZADO Y APROBADO POR EL ANTERIOR DIRECTORIO

-AUNQUE SE DEJAN SIN EFECTO LAS MULTAS APLICADAS

-SE ABRE UN ESPACIO PARA QUE LA CONTRATISTA RECLAME GASTOS IMPRODUCTIVOS, DAÑOS y COMPENSACIONES POR ATRASO EN LOS PAGOS.

En este punto ya cabe preguntarse por qué el Juzgado, la Fiscalía y la querellante dejan de lado un documento que emitido por las autoridades de una nueva gestión política en la administración del país, tiene efectos que se vinculan directamente a este justiciable:

- lo más apropiado, sería que se anulen las consideraciones que refieren a esta obra en particular en relación a Carlos Ben.
- el otro, consecuencia ineludible, se solicite a las nuevas autoridades las explicaciones pertinentes.

- debe quedar establecido qué parte del contrato básico (R. 1 a 9) estuvo a cargo de la gestión anterior y qué parte a cargo de la nueva gestión.

Lo mismo en relación al Renglón 10.
Debe quedar establecido que el R. 11 se ejecutó (hasta donde se establezca pericialmente) y que, efectivamente, fue pagado el 100% por la nueva gestión y nada en la gestión anterior (el Directorio que integró Carlos Ben).
En tal caso, NO PUEDE ENDILGARSE la responsabilidad del todo porque, para marcar una fecha efecto – contractual, desde el 1 de enero de 2016 y el Directorio anterior (incluido Carlos Ben) ya no prestaban los servicios de responsabilidad en ningún sentido respecto de cualquier obra o contrato, aunque estas continuaron y se pagaron.
30º) Siguiendo entonces con las cuestiones vinculadas a la Adenda número 12, debe recalcarse que la obra continuó, los pagos se siguieron haciendo, las redeterminaciones de precios se aprobaron y pagaron, el plazo se amplió y el Plan de Trabajos se actualizó en lo pertinente, con Odebrecht y sus socios.
V.S., la Oficina Anticorrupción y el Ministerio Público han soslayado tales circunstancias, sin explicación alguna.
La Oficina Anticorrupcion NI SIQUIERA se interesó por el tema y lo ignoró por completo a pesar de que tuvo importante repercusión mediática.
Por otra parte, resulta evidente el nuevo alcance que tuvo esta addenda 12 que ha sido tratado por el Directorio de AySA en dos oportunidades.

Primero el 31 de agosto de 2016, donde se aprobó un texto similar a otros anteriores que se habían acordado con la contratista, incluyendo RENUNCIAS AMPLIAS.

Luego, con fecha 3 de octubre de 2016, en cuya oportunidad el Presidente del Directorio, Ing. José Luis INGLESE, que debería haber suscripto en representación de AySA el acta aprobada en agosto, realiza una exposición proponiendo MODIFICAR el modelo de adenda que se había aprobado anteriormente.
Así surge un nuevo texto, aprobado por el Directorio (con reserva del representante de las acciones clase “B”) que finalmente el Ing. INGLESE igual suscribió el 18 de octubre de 2016.

Sobre esta cuestión en particular cabe resaltar lo dictaminado por la Dirección de Asuntos Jurídicos de AySA con fecha 29 de setiembre de ese año (es decir antes de la aprobación y firma de la definitiva addenda 12), entre cuyos conceptos resultan pertinentes:
- Que la Dirección referida ya había opinado sobre el texto original (el que finalmente no se firmó sin que se hayan expuesto los motivos).

- El nuevo proyecto presenta diferencias con el aprobado por el Directorio con fecha 31 de agosto de 2016.

- Las DIFERENCIAS se presentan en 3 cláusulas (la 3, 4 y 5).

Clausula 3ª: el nuevo proyecto establece que “…la CONTRATISTA manifiesta que deja sin efecto cualquier reclamo, solicitud, condicionamiento y/ o eliminación de multas, con exclusión de los reclamos pendientes o por cuestiones no contempladas en esta Addenda 12…”.

Sobre este particular, Asuntos Jurídicos de AySA expresamente manifiesta:

“En el proyecto anterior la Contratista formulaba su renuncia, con la única exclusión de aquellos reclamos presentados en término que no hubieran sido resueltos por AySA”.

En el proyecto actual, y siguiendo la redacción de que se trata, la exclusión se extiende de forma indeterminada a: 1) reclamos pendientes, presentados o no ante AySA y 2) a cuestiones no contempladas en esta Addenda Nº 12.

Por la cual debe quedar en claro que con la nueva redacción de la Cláusula 3ª la extensión de los supuestos es mayor, que aquella de su redacción original.

A su vez, merece indicarse que va de suyo que entre dichos reclamos y cuestiones, se encuentran aquellos indicados por la Contratista en su NDP 9988, que no fueron aceptados por AySA. Véase que en el considerando D) de la adenda, el área de obras funda la extensión del plazo en atrasos en los pagos, cambio de traza del Acueducto Escobar, precipitaciones extraordinarias y mayor complejidad en la puesta en marcha.

En este orden de ideas, merece indicarse que mediante la Ods 8795 del 23/09/2016, es decir posterior a la intervención del Directorio de AySA, se notificó a la Contratista el rechazo de los condicionamientos contenidos en su Ndp 9988, y se le hizo saber: “…Si consideran tener derecho por alguno de los condicionamientos formulados por ustedes, o por algún reclamo o reclamo pendiente de resolución, cabe recurran en forma individual para cada uno de ellos en los términos previstos en las disposiciones contractuales vigentes”.
Cláusula 4ª: Asuntos Jurídicos de AySA agrega:

“La cláusula 4 indica: “…LAS PARTES manifiestan que a la fecha nada tiene que reclamarse con motivo de los atrasos producidos en las tramitaciones de facturas y letras de cambio de los bienes y servicios financiados por el BNDES, desde las fechas de presentación de las certificaciones y hasta las fechas de percepción de los correspondientes importes a través del BNDES…”.
De modo y comparándola con la cláusula 4ª del anterior borrador y en función de los antecedentes obrantes en estos actuados, solo surge que no se encuentran contemplados:

a) Las modificaciones y aprobaciones de los Programas Base y Estimaciones del Flujo de Caja que se mencionan en la presente adenda;

b) Los atrasos ocurridos en pagos de “AySA” financiados a través de Nación Fideicomisos.

Cláusula 5ª: No hay modificaciones de fondo.

CONCLUSIONES: De la addenda 12 de la Panta de Tigre, básicamente, resulta:

1º) Confirma la regularidad del contrato y confirma la totalidad de las adendas aprobadas por el Directorio anterior.

2º) Amplía los plazos, se realizan los reconocimientos de certificación y redeterminacion de precios, se pagan las obras, se aprueba un nuevo Plan de Trabajos, etc., repetimos con la misma contratista.
3) Revoca las multas aplicadas (Sin motivación alguna).

4º) le permite a la contratista realizar cualquier reclamo futuro o pasado, haya o no haya sido rechazado-, es decir casi a voluntad, salvo atrasos BNDES.

5º) En razón de ello la UTE presentó la Nota de Pedido Nº 10.990, que tiene el Juzgado, reclamando gastos improductivos, intereses y compensaciones por un monto de $ 900 millones aproximadamente (8 de mayo de 2017).

Cabe entonces preguntarse dónde se verifican, efectivamente, los favorecimientos supuestamente concedidos a la empresa contratista por parte de Carlos Ben
31º) – Por ello resulta llamativo que se insista en vincular lo actuado en relación a aquellas contrataciones, con la estrategia de sobornos que ODEBRECHT se ha atribuido en distintos países.
Las banales menciones de la Oficina Anticorrupción (que se pasó por alto la addenda 12 referida), con dos ocasionales testimonios que refieren a circunstancias absolutamente inocuas en relación a mi persona:

a) Sostener la imputación dirigida hacia mi persona a partir de los dichos de un secretario del Ing. José López, según los cuales dicho ex funcionario “visitaba” AySA y que Carlos Ben iba a la Secretaría de Obras Publicas es de una liviandad sorprendente y realmente todavía me resisto a considerar que V.S. pueda o pretenda admitir que entrevistas –por otra parte realizadas en entornos de trabajo con múltiples personas- den motivo a sospechas que estas personas, que se reúnen con muchas otras por exclusivos motivos laborales, se reúnen para delinquir.
b) Lo propio debe predicarse en relación al testimonio del Ing. Ernesto Selzer, en tanto refiere un acuerdo de apoyo que había solicitado la Secretaría de Obras Públicas que EL DIRECTORIO de AySA NO APROBÓ y solo se había iniciado y no prosperó –con cargo, no gratuito- por el conocimiento que AySA tenía sobre tunelería. Conocimiento técnico.

Lo concreto es que no he tenido ni tengo relación alguna con los hechos narrados por la Oficina Anticorrupción.

Particularmente, Carlos Ben, no conoce, ni tiene datos, ni se ha relacionado con:

· Jorge E. Rodríguez

· Olivio Rodríguez

· Mauricio Couri Ribeiro

· Osvaldo R. Gandini

· Marcos Samuel Sankowics

· Carlos Dentone Loinaz

· Martin Molinolo Menafra

· Pablo Antonio Correa Calcagno

· Graciela Maurias Mediaaldea 

· Verónica Araujo Pérez

· Maria Teresa Bairo Cozzi

· Luis Lacalle Pou

· Marcio Faria Da Silva

· Rodney Rodríguez de Carvalho

·  Luis Eduardo Mameri
· Marcelo Odebrecht

· Manuel Vazquez

· Flavio Rodriguez
· Etc.
32º) – Pese a ello, la Oficina Anticorrupción sostiene con total y absoluta ligereza:

<<…tenemos la sospecha de pago de sobornos en las tres obras (una causa tramita ante el Sr. Fiscal y las otras dos antes el Juez Martínez Di Giorgi) y una empresa multinacional que se encuentra confesa en Estados Unidos respecto al pago de los mismos. >> (el subrayado nos pertenece).
Y agrega 
<<Y finalmente en las tres obras –según lo declarado por el testimonio Alconada Mon y otras pruebas declaradas- aparece la figura de JORGE CORCHO RODRÍGUEZ como presunto intermediario lobista valijero para el pago de sobornos a funcionarios del Ministerio de Planificación, al menos en un tramo temporal durante el cual habría durado la maniobra>>.

Reitero que no conozco al Sr. Jorge Rodriguez ni a nadie de su entorno.

Debe remarcarse que la propia Oficina Anticorrupción sostiene que sobre tales cuestiones sólo tiene una “sospecha” fundada en una supuesta “confesión” cuyo contenido y detalles no obran en autos.
Las declaraciones de Hugo Alconada Mon no me involucran en modo alguno.
La imputación que pretende sustentarse en que José López “iba de visitas” a AySA para verme en mi condición en el Directorio y viceversa no resiste el menor análisis. Es un argumento que ofende la inteligencia.
¿Puede sorprender que un Secretario de Estado se traslade a una empresa que tenía responsabilidades vinculadas a actividades sustantivas en un plan que el mismo Gobierno había aprobado?

¿Puede inferirse un delito cuando un Secretario de Obras Públicas hacía reuniones con el equipo, técnicos y directivos de AySA?    

No con Carlos Ben, sino con los integrantes de AySA con funciones en los diversos planes ejecutados por una concesionaria contratada por el Estado Nacional, como lo era y lo es AYSA.

¿Puede inferirse un delito porque el Presidente del Directorio de AySA asistía a algunas de las reuniones de la Secretaria de Obras Públicas, concretamente aquellas donde se trataban cuestiones vinculadas al servicio público prestado por AYSA S.A. y otras empresas y organismos de la órbita de incumbencia de SOP?   
Reuniones que tanto en un lugar como en otro fueron realizados en el marco de los trabajos que debían realizar tanto la empresa como el organismo a cargo del Ing. López, y siempre con múltiples asistentes en cada una de ellas.   

Lamentablemente no se ha podido preguntarle al testigo Saranzotti –motivo por el cual solicito que se lo convoque a prestar declaración a fin de que mis defensores puedan formularle preguntas, a dicho testigo– quienes más asistían a las reuniones que eventualmente compartí con funcionarios de la Secretaría de Obras Públicas.

Por lo demás, se habla de “reuniones”, cuando a lo largo de varios años de desempeño como integrante del Directorio de AYSA S.A. compartí actos oficiales con funcionarios del área de Obras Públicas, a la luz de todo el mundo, sin que ello pueda considerarse como un medio de comisión de los delitos atribuidos a este recurrente.

Fuera de tales encuentros estrictamente vinculados al ejercicio de las funciones que me correspondían en AYSA S.A., tampoco he tenido relación ni personal ni social con los restantes ex funcionarios indicados por V.S. y por la Oficina Anticorrupción.
Demás está decir que se hace mención a reuniones de este imputado con determinadas personas, pero no se hace lo propio con otras personas integrantes del Directorio de AYSA, por lo que cabe preguntarse qué sentido tendría reunirse con un integrante de un cuerpo que tiene cinco miembros, cuyas decisiones deben adoptarse por MAYORÍA de votos de sus miembros, no por decisión pura y exclusiva de su Presidente.

Es algo que no dejo de reiterarlo porque evidentemente no logra ser compartido ni por V.S., ni por la Fiscalía, ni por la Oficina Anticorrupción.

¿Puede sorprender que un Secretario de Estado se traslade a una empresa que tenía responsabilidades vinculadas a actividades sustantivas en un plan que el mismo Gobierno había aprobado?

¿Puede inferirse un delito cuando un Secretario de Estado hacía reuniones con el equipo de trabajo, técnicos y directivos de AySA? 

NO con Carlos Ben, sino con los integrantes de AySA involucrados en los diversos planes.

¿Puede inferirse un delito porque el Presidente del Directorio de AySA asistía a las reuniones de la Secretaría de Obras Públicas?

Reuniones que tanto en un lugar con en otro fueron realizados en el marco de los trabajos que debían realzar tanto la empresa como el organismo a cargo del Ing. José López y siempre con múltiples asistentes en cada una de ellas.

Lo que debería haberse requerido a Saranzotti –si es que él asistía al Ing. López y le atendía el teléfono- quiénes más asistían a esas reuniones y se verá que eran reuniones de trabajo con múltiples asistentes.

Por otra parte, no se entiende qué clase de delito constituye reunirse con el Ing. López en el marco de las responsabilidades de cada uno.

Realmente esta clase de elucubraciones suponiendo acciones conspirativas (y más aún delictivas) al realizar reuniones de trabajo –por otra parte normales, previsibles y absolutamente justificadas- por las responsabilidades que emanaban de los planes y presupuestos aprobados.

Y estas son las únicas reuniones que se mantenían y mantuve con el Ing. López con quien no tenía relación social alguna.

Y en punto a la declaración del Ing. Selzer, que tendrá que ahondarse en lo que corresponda a tenor de las investigaciones específicas, debo contradecir sus dichos en lo que hace a que el Ing. López me presentó (así como a otras integrantes de AySA ya que no fue una reunión privada) lo sucedido fue exactamente al revés: el Ing. López presentó en AySA a quien él había encomendado el contrato del sorretamiento por los motivos que fueran, ya que no conocí  NINGÚN DETALLE DE SU MISION EN EL TEMA, aunque algunos integrantes de AySA sí pueden hacerlo pues tuvieron contacto con el Ing. Selzer por algún tiempo.

En lo que hace a su relación con el Ing. López, que corresponde sea evaluada por el Juzgado y la Fiscalía, ya que la querellante parece no haberlo hecho, véase que el Ing. Selzer declara “conocer” acerca de reuniones entre el Ing. López y el Sr. Rodríguez y la relación entre este último y la Empresa Odebrecht, circunstancias que Carlos Ben ignora absolutamente.

Sorprende la superficialidad y evidente direccionamiento de estas cuestiones y su tratamiento sin profundización alguna.
33º) – Y con relación a los dichos del testigo SELZER, en primer lugar cabe destacar que el Ing. López nos lo presentó como su nombre para la obra del sorretamiento.
Las solicitudes de apoyo que emergían del acuerdo que finalmente rechazó el DIRECTORIO las hizo el Ing. Selzer a los directivos de AySA.

Todo ello fue documentado, y los gastos que debió afrontar en dicha tarea AYSA fueron reembolsados por el Estado Nacional, operación que NUNCA fue observada ni por los auditores, ni Comisión Fiscalizadora, ni AGN, ni nadie.
En AySA están todos los antecedentes y las Direcciones de Administración y Finanzas, Recursos Humanos, Infraestructura y Asuntos Jurídicos pueden brindar los detalles que se necesiten para precisar qué acciones alcanzaron a ejecutarse ya que el acuerdo finalmente no se puso en marcha debido a que –como se dijo- el Directorio decidió no aprobarlo.
Por ende, de ninguna manera puede edificarse la imputación dirigida hacia mi persona por el hecho de que haya existido algún contacto con funcionarios del área de la Secretaría de Obras Públicas, o porque AySA haya solventado gastos de la Unidad Sorretamiento, cuando dichas erogaciones fueron oportunamente reembolsadas y nunca fueron cuestionadas.
Aquellas reuniones tenían la misma naturaleza que las que actualmente tienen el titular del Directorio, así como otros integrantes del mismo en AySA que –además- mantienen frecuentes encuentros con el actual Sub - Secretario de Recursos Hídricos Ing. Pablo Bereciartua), el Secretario de Obras Públicas, Arq. Daniel Chain (mientras estuvo en ese cargo) y el Ministro de Interior, Lic. Rogelio Frigerio, que destacan la necesidad funcional, por las responsabilidades de cada uno, entre funcionarios públicos y la sociedad en razón de las obligaciones contractuales con el Estado Nacional.
Estos temas no solamente están desligados absolutamente de Carlos Ben, sino que, en general, aparecen incompletos y prematuros. 

  Tampoco parece pertinente que se pretenda colegir delitos a partir de las estructuras de funcionamiento de los roles que las leyes asignaron a cada persona o intentar entrelazar hechos calificados (erróneamente) como beneficios a un grupo de Empresas cuando se trata de hechos y contingencias de carácter contractual verificables y justificadas por múltiples intervinientes que no son Carlos Ben.

Ello, al mismo tiempo que se omiten circunstancias y hechos que EVIDENCIAN VENTAJAS A ESE MISMO GRUPO DE EMPRESAS como sucede en Tigre con la addenda 12 que hemos documentado, que el Juzgado cuenta con información y que tanto este último como la Fiscalía y la Querellante ignoran y dejan de lado como si no tuvieran que ver con la investigación otorgando a la causa un análisis parcial de estos mismos hechos.

En este punto la Oficina Anticorrupción que no ha emitido ninguna opinión, más allá de las evidencias SUPONE que Carlos Ben NO PUEDE RESULTAR AJENO A LA PRESUNTA MANIOBRA ILÍCITA, “SEGÚN DECLARÓ EL TESTIGO ALCONADA MON”.

Entiendo que la querella debe volver a analizar este testimonio ya que dicho periodista –reiteramos- no menciona a Carlos Ben, más allá del valor judicial que puede tener tal declaración en autos.!

34º) – Por otra parte, la Oficina Anticorrupción confunde a R. Biancuzzo con Ariel Biancuzzo (su hijo) que es quien era mencionado por la denuncia anónima, lo que confirma la absoluta ligereza con que se desenvuelve la Oficina Anticorrupción.

De igual manera confunde las personas llamadas a indagatoria, que no hace más que resaltar los procedimientos del organismo y su cuestionada titular, de la que no debemos dar cuenta en esta ocasión, aunque si mencionaremos acerca de una acción de prensa reciente en una actitud de abuso de autoridad, revelar secretos impositivos y emitir datos falsos.
Para concluir sobre la intervención de este organismo y que refuerza la premura con que se actúa concretamente informa, lo siguiente, después de destacar las ampliaciones e indagatorias, a saber:

<<…ello no obsta a que una vez recibidas las declaraciones aquí solicitadas y con la incorporación de prueba que aún se encuentra pendiente o de nueva prueba (a) producirse, esta querella requiera nuevos llamados a prestar declaración indagatoria de funcionarios públicos algunos que ya han declarado en autos u otros que aún no han sido imputados.

Esto demuestra, además de lo ya señalado, que no están concluidas las investigaciones, que se producen –como dice el Fiscal- capítulos que esta causa supera la denuncia inicial que –como lo confirma la querellante en uno de sus errores- no se realizó como tal. Esto confirma la falta de sustento de las convocatorias, al menos la de Carlos Ben.
35º) En lo que hace al Fiscal, Dr. Delgado en la causa Nº 1614/2016 ha direccionado lo que debiera ser su cometido en un solo objetivo, que no fue la verdad material sino realizar un verdadero derecho penal de autor, dirigido hacia mi persona.

A pesar de su opinión doctrinaria en contrario de las denuncias anónimas, desde su mismo inicio dió crédito de su contenido, pero solo respeto de uno de los tres denunciados: Carlos Ben; así como dio crédito a un dato no oficial por lo cual afirmó que el suscripto “MANEJÓ U$S 70.000.000.000 SIN CONTROL”.
Esta afirmación por si sola certifica la posición del Fiscal ante este investigado, incluso ante un dislate que no solo refiere a su posición procesal, sino la falta de seriedad y pone en evidencia el irregular objetivo de acusar como sea.

A esta situación se suman las irregularidades tramitaciones que el mismo Fiscal ha desarrollado.

Primero con una investigación sesgada, dirigida. Como que la denuncia fue un pretexto para enfocarse únicamente en mi persona.

¿Por qué causa el Fiscal procede de tal manera?

¿Por qué causa el Juez consiente este desvío?

¿Qué elementos de juicio les permiten al Fiscal y al Juez preceder de esta manera?

¿Qué resquicio procesal le permite al Juez seleccionar uno de los acusados solamente sin emitir opinión?

¿Cómo puede considerarse válido este procedimiento? 

Tres denunciados, dos inhibidos, un investigado. Todo sin explicación de causas motivantes.
36º) - Luego se hace mención a distintas evidencias probatorias, propiciadas por el mismo Fiscal, las que sin embargo, rectamente ponderadas, no me incriminan en modo alguno.

En consecuencia, en lugar de hacerlo tal como manda el debido proceso y la ley, se dejan de lado todas las pruebas, incluidos los testimonios de Meirelles y Youseff que habían declarado ante los fiscales que Carlos Ben NO ESTABA REGISTRADO EN LAS “OPERACIONES ESTRUCTURADAS”.
¿Por qué una causa que se caratula con tres acusados, por un delito que se requieren al menos tres personas para cometerlo, pero solo se investiga a una? ¿no es una causa direccionada? Encima una denuncia anónima propia de casos determinados.
Y cuando se concretan múltiples pruebas en favor de la inocencia de esa persona, de ese único investigado, simplemente se dejan de lado de manera arbitraria ¿de qué se trata? ¿Cómo se debe ejercer el derecho de defensa en estas condiciones?
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Y en este proceso interviene un Fiscal con un interés indisimulado en su presencia mediática y en “producir” un Lava Jato “argentino”, que requiere de una causa específica, un Juzgado y una investigación que debe realizarse en otro marco judicial.
Lo que no corresponde es el desvío constante de una causa que se “agotó” antes de empezar y que cada vez más luce evidente como una causa direccionada.

Los comentarios que realiza el fiscal Delgado y las acciones llevadas adelante son significativamente ilustrativas. Veamos:

En el expediente obran los diferentes documentos de trabajo. Ellos hablan por sí solos.

Como habla por sí solo su accionar público – mediático, envuelto en disputas que lo único que parecen tener en común es una empresa cuyos directivos han confesado delitos, en otro país, con alcances en la República Argentina y su afán por condenarla a como dé lugar.
Indudablemente es una cuestión trascendente, en especial porque se supone que sus confesiones no pueden contener mentiras, ya que perderían privilegios obtenidos en la delación premiada.

En este punto vuelven a adquirir significación los testimonios de Meirelles y Youseff respecto de Carlos Ben Y SU NO INCLUSION EN LAS “OPERACIONES ESTRUCTURADAS”, tal como denominaban a sus tareas de sobornos.

Tampoco aparece mencionado Carlos Ben en las supuestas declaraciones de Mameri (lo digo así porque no lo conozco) ni en el Testimonio de Mon como ya lo hemos manifestado.

37º) – Al igual que la Oficina Anticorrupción, la Fiscalía apela a una descripción general acerca de los procedimientos confesados por Odebrecht, en los EEUU y Brasil.

En primer término, no se cuenta con un detalle de tales declaraciones y una descripción del alcance de los delitos confesados por Odebrecht, aun considerando que una parte de lo que se conoce proviene de aportes periodísticos y que faltaría que los órganos judiciales de ambos países los remitan a la justicia argentina.
Aunque como en el caso de la Oficina Anticorrupción, en la exposición del Fiscal se vuelve a incluir mi nombre, esta vez ni por un motivo banal, solamente por el direccionamiento de la investigación; dejaré a continuación algunos comentarios con la ilusión de que se adopte definitivamente una decisión que permita concluir la causa N1614/2016 y que la investigación, inconclusa a tenor de lo que afirman la querellante y el Fiscal, se desarrolle por los carriles que corresponden conforme lo establece la ley.
Téngase presente que las manifestaciones realizadas por distintos integrantes de Odebrecht abarcan diferentes circunstancias, a cuyo efecto debería analizarse sus dichos e investigarse dónde y cómo se concretaron o no hechos reales y probados. NO SE CUENTA AUN CON TALES ELEMENTOS.

Solo por mencionar, mediáticamente, existen declaraciones de Marcelo Odebrecht (presidente de la empresa), Luiz Antonio Mameri (vicepresidente de esa firma), Olivio Rodríguez Junior (ejecutivo operaciones estructuradas), en el expediente ninguna.
 Siendo ello así, más todas la prueba recolectada por el Juez Casanello, solo existe una conclusión VERIFICADA, Carlos Ben es inocente y todas las determinaciones judiciales adoptadas a la fecha deben cesar, inmediatamente.

La cuestión global Odebercht no tiene ningún punto de vínculo respecto de mi persona.

Se ha documentado copiosamente acerca de que no existen ni sobreprecios ni ventajas. Sino todo lo contrario.
Todo ello se dejó de lado sin motivo alguno.

Restaría que V.S. realice las pericias pertinentes para que se verifiquen el accionar de múltiples personas, aunque hoy no estén citados en esta causa. 

Todos se merecen tal accionar por la entidad, transparencia y legalidad que implican. La justicia también.
Considerar que haber seguido las normas y procedimientos es sinónimo de haber delinquido. Que su cumplimiento fue un cobijo corrupto no resiste ningún análisis. No se puede realizar ninguna previsión…
Constituye un acto inconstitucional, irrazonable, injustificado y absolutamente arbitrario. En especial porque Carlos Ben no proyectó, no presupuestó, NO ADJUDICÓ, no aprobó adendas, ni redeterminaciones, etc. Es decir NO ADMINISTRÓ.
Ha sido el fundamento para privar de la defensa –única por cierto- que puede demostrar la buena fe del comportamiento seguido y no solo en este caso.
Semejante premisa, que constituye la base del proceder investigativo ha obligado a una acusación teórica. No ha podido enarbolar ninguna prueba basada en hechos demostrados y dejado de lado –sistemáticamente- las pruebas producidas.
Ha privado de toda legitimidad a la acusación apelándose a una presunción falsa por sí, contagiando de impureza delictiva a todos los que hayan tenido relación con Odebrecht. En este caso AySA.
38º) - Todo ello por el emblema con que el Fiscal –y el Juzgado acompañándolo- han determinado, entre cuyos conceptos podemos expresar uno que resume este posicionamiento: “…Odebrecht funciona en este texto como un concepto porque encarnó un sistema de corrupción que ya no es materia de discusión jurídica.
“Esto significa que los actos siguientes conservan esos rasgos”.

Para enseguida agregar que: “…Se trata de una cascada de certezas. Veamos: A) “la confesión de Odebrecht como “SISTEMA”. B) “el retrato de una cantidad de irregularidades en los procesos licitatorios, adjudicación y ejecución de los contratos de obra pública como “DEFRAUDACION”. C) los “reaseguros” en el tiempo de los acuerdos y complicidades necesarias para tamaña empresa, es decir “los sobornos”…”

Esta premisa revela un grado de prejuzgamiento fatal que choca en este caso con una realidad que resalta la incongruencia y arbitrariedad de la decisión: se cita a Carlos Ben que en el caso de la Planta en Tigre, NO LICITÓ, NO ADJUDICÓ, NO EJECUTÓ la obra. NO APROBÓ LAS ADDENDAS Y CERTIFICACIONES Y NO PAGÓ.
Obviamente NO COBRÓ SOBORNOS: 1º) lo afirmé reiteradamente; 2º) lo confirmaron Meirelles y Youseff curiosamente interrogados por el Fiscal Delgado y 3º) lo documentan los curiosos cuadros que el Fiscal elaboró.
La condena de antemano invalida el proceso. En especial, cuando se tergiversan los hechos y protagonistas porque, además, Carlos Ben, no administró AySA. Claramente probado.
Finalmente, la expresión del Fiscal Delgado que ahora el Juez ha hecho suya en esta insólita citación del capítulo uno (Sabrimol), al confirmar que:
“Es que el universo Odebrecht excede este expediente penal, entonces se trata de nada más ni nada menos que de potenciar el trabajo colectivo: conectar fragmentos quizá el único camino para entender todo esto”.
Y para dejar en claro este concepto que referimos, respecto del cual huelgan las palabras, se hace real, quizás en un arrebato de sinceridad al afirmar que:

“Históricamente la administración de justicia ha padecido un hábito que posiblemente comparte con otras esferas del Estado, la fragmentación…en el campo propiamente penal, el hábito se intensifica porque los modos de ver y actuar, el habitus (sentido práctico) de los operadores, está travesado por el afán positivista de identificar hechos en tiempo y espacio…Eso que funciona bien para determinado conjunto de actos delictivos, usualmente señalados como “convencionales” (robos, homicidios, etc.) aparece manifiestamente simplificador e insuficiente cuando se trata de abordar temas complejos, iteradas en el tiempo con dimensiones transnacionales multiplicidad de actores y que involucran enormes mecanismos de simulación como este”.

Podemos hasta coincidir con el análisis del Fiscal en el sentido de que pueden existir situaciones complejas, empezando por enmarcar que encontró las dos peores soluciones:

1º) Generalizó significando que cualquier contratación con Odebrecht debe condenarse.

2º) Luego seleccionó a quienes considerar “culpables” y en este caso determinó con la aquiescencia del Juzgado que era Carlos Ben, interviniendo la carga de la prueba, pues debo mostrar mi inocencia para que otro eluda demostrar mi culpabilidad.
Ello, a pesar de que, como fue harto probado, Carlos Ben no proyectó, no presupuestó, no adjudicó, no aprobó ampliaciones de plazo, tampoco redeterminaciones de precios, no cobró coimas, no participó de actos espúreos, no administró AySA.
¿Qué más debe probar Carlos Ben?

El fracaso que admite el Fiscal y comparte el Juzgado al realizar este acto procesal enmarcado en la supuesta intervención del señor Jorge E. Rodríguez, la Empresa Sobrimol y otras empresas, bancos, off shores y personas en el cobro de sumas de dinero de Odebecht cuyo fin desconozco.
39º) - Más adelante, el fiscal devela un propósito que excede rotundamente la causa y posiblemente a otras cuando destaca que: 

“El fin es práctico, comprender para más allá de inculpar, prevenir, reparar, decir nunca más, lograr un cambio social…”.

Después de relatar cómo se formó y funcionaron Sabrimol, otras empresas y personas junto al Sr. Jorge E. Rodríguez, al que identifica como “una suerte de intermediario entre López (se refiere a José López) y Odeebrecht”, relata viajes (los vuelos), aportes de Odebrecht (los pagos), actuación de funcionarios del Minplan y lo que denominó “las transferencias”.

Claramente yo no figuro en los relatos del Fiscal salvo como “elegido” para ser investigado por lo que no hizo, ni participó, ni nada.

Carlos Ben, manifestó, reiteradamente, que sus aportes tenían tres límites concretos:

a) Cartelización, ya que no solo no puede tenerlo como protagonista, estaría absolutamente fuera de su conocimiento y mucho menos aun de su influencia.

b) Utilización de información privilegiada; si el Juzgado hubiera analizado la información que se le proporcionó, habría concluido de manera sencilla, que AySA producía y transmitía una importante cantidad de datos sobre todas sus actividades, incluidas las obras (en detalle).

c) Conductas infieles o abusos de confianza que no hayan podido ser identificados por los controles internos y externos con que contaba AySA, que eran varios, como puede apreciarse en el siguiente cuadro: 

	 Controles Concedente (Leyes 26.100 y 26.221)
	 


	Controles Societarios

	
	
	

	
	
	

	 
	
	
	
	

	*Comisión Fiscalizadora (SIGEN + Acc "B") (Leyes 26.100 y 19.550)

	*Minplan (Plan de negocios)
	
	

	*SOP (Presupuesto)
	
	*Auditores Externos: AGN + Estudio Quian (leyes 24.156 - 26.100 - 19.550)

	 
	
	
	
	
	

	 
	SSRH: (Autoridad de Aplicación del Contrato)
	
	*I.G.J. (Ley 19.550)

	 
	
	AySA S.A 
	*Asamblea Accionistas (Acc "A" y "B") (Leyes 26.100 y 19.550)

	 
	 
	
	 
	
	

	 
	ERAS (+Com Usuarios)
	
	
	
	
	 

	 
	APLA (+Com Municipios)
	
 


	
	
	
	 

	 
	 
	
	 
	
	
	
	
	 

	 
	Auditores Externos (Técnicos y Contables)
	
	
	
	
	 

	 
	
	
	
	
	
	 

	 
	
	
	
	
	
	
	
	 

	 
	Directorio (5 Miembros) Administración Colegiada 
	 
	Controles Internos:

	 
	
	
	*Auditoría Interna (+Plan Sigen)

	 
	Comisión Fiscalizadora  (3 miembros) Control Colegiado
	
	*Comisión Fiscalizadora (Leyes 26.100 y 19.550)

	 
	
	
	*Comité Auditoría  (Resol. Sigen: Cores menos Presidente)

	 
	Representación de la sociedad (Presidente o vicepresidente)
	
	

	 
	
	
	
	
	
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 


En autos (y en el mundo real) no hubo, ni hay una actividad de Carlos Ben que lo comprometa, todo lo contrario, y el Fiscal, no dió acogida favorable a ninguna.

Los eventos en las obras fueron múltiples, por lo cual se puede seleccionar cualquiera, en especial cuando las fechas de las transferencias abarcan varios meses.

Obviamente se podrá seleccionar cualquier hecho: una addenda, una redeterminación de precios, un rechazo técnico, una multa, etc.

Ahora bien, el primer suceso que seleccionó el Fiscal que identificó como redeterminación de precios con fecha 18 de julio de 2012, requiere de algunos comentarios para dimensionar la situación sin las distorsiones que parecen y puede apreciarse a primera vista: 
El 18 de julio de 2012 es la fecha en la que el Directorio aprueba una redeterminación de precios que, además, Carlos Ben no la suscribe ni la paga.
Reitero: el Directorio y otros en AySA, no CARLOS BEN.

Pese a ello, la divulgación, además, reposa en la siguiente falsedad: “El 18 DE JULIO DE 2012 EL ESTADO PAGÓ U$S 2.166.480.907,32”. (T.N.)
Todos datos erróneos ¿Por qué? ¿Cuál es el motivo por el cual se brindan datos falsos?

El Fiscal, a su vez, expresa: “A la par, se detectaron, coincidentemente, múltiples transferencias a Sabrimol Trading S.A. desde las sociedades Off Shore de Odebrecht…”, sin otra consideración y detalle.

Allí, en el gráfico que elabora, aparecen detallados 11 transferencias que van desde 25/04/2012 a 30/08/2012.

Cabe resaltar que en el lapso de más de 4 meses, en la obra hubo varias contingencias y hechos que pueden considerarse tan significativas como una redeterminacion de precios, de nuevo, mal identificada en su real valor ya que, reiteramos, la cifra indicada es el valor total del contrato que se alcanzaría incluyendo el efecto de la redeterminacion y NO EL VALOR DE ESTA MISMA OBVIAMENTE EN $ Y NO EN U$S.

Las mismas consideraciones deben formularse en relación a la vinculación que pretendió establecerse entre el acta de la Adenda 9 aprobada por el Directorio de AYSA el 15 de noviembre de 2013 y las transferencias bancarias referidas en autos. Al respecto cabe destacar:
· No se trata de la adjudicación de una obra, sino de la una ampliación del contrato, legalmente instrumentada.
· La addenda (como todas las demás) UNICAMENTE EXPRESA LO APROBADO POR EL DIRECTORIO y la Comisión Fiscalizadora tal como lo conoce el Juzgado de manera harto documentada. Recuérdese que también fue aprobada por la Comisión Fiscalizadora.
· Extensión de la línea de crédito BNDES U$S 320.000.000- NO ES ASI, ya que la extensión fue cerca de U$S 10.000.000 (es decir el 3% de lo señalado por el Fiscal).

· Los aportes de Odebrecht que identificó el Fiscal Delgado son 15 y abarcan un período de casi un año calendario.

¿Porque razón ligarlo a la Addenda?

Las transferencias NO TIENEN NADA QUE VER CON MI PERSONA, ninguno de los ejemplos y casos armados y estructurados están vinculados con la causa de Carlos Ben y posiblemente se inserten en esa “otra causa” que el Fiscal expresa que abarca “mucho más que esta causa” (se refiere a la Nº 1614/16), por lo que corresponde extraer urgentemente las partes pertinentes e investigarla por separado según las normas aplicables.

No referimos a los otros “casos” en que piensa el Fiscal, pues caben los comentarios realizados para los anteriores.
Otra conclusión anticipatoria: los motivos expresados por la Oficina Anticorrupción y los no explicados por el Fiscal, en cuyas investigaciones Carlos Ben no figura de ninguna manera, dan de bruces a esta ampliación de indagatoria.

La afirmación del Fiscal de que Carlos Ben fue vía de algún pago ilícito es temeraria, infundada y persecutoria, persistentemente direccionada.

En esta tesitura, al postularse una culpabilidad de hecho, sin pruebas, que exhibe el Fiscal Delgado, puede confirmarse que:

-no hay presunción de inocencia 

-no hay defensa en juicio

-no hacen faltas pruebas

-ES COSA JUZGADA

-Solo hay condena…

-Sin justicia

Por otro lado, ya que menciona las declaraciones de Meirelles y Youseff, cabe reiterar lo que dijeron respecto de Carlos Ben que tanto él, como la querellante y V.S. han DETERMINADO no considerar, junto a la TOTALIDAD DE LA PRUEBA (producida y solicitada sin conceder).
Al margen, cuando refiere al Sr. Mameri de Odebrecht, señala que éste se refirió a los mecanismos para ser parte de la obra pública en la República Argentina, refiriendo a lo que le fue supuestamente exigido que de probarse requiere otra causa específica y como afirmó el propio periodista Hugo Alconada Mon se trataría entonces de una CARTELIZACIÓN.
Cabría acá preguntarse ¿Cómo podría influir Carlos Ben en tamaña estructuración si esta existiera?

Siguiendo su sinuoso relato, cabe que se solicite a AySA si en 2011 las obras de la Planta del Tigre estuvieron “paralizadas”, para responder su inquietud.
40º) - Finalmente puede apreciarse las manifestaciones del Fiscal en un párrafo que fulmina cualquier especulación que se pueda tener respecto de preguntarse qué se está investigando en esta causa que constituye un pretexto para una búsqueda socio- política.

Veamos:

“Una última vibración, porque nada ganamos si juzgamos sin comprender.

¿Cómo negar la dimensión colectiva de estos eventos? Si algo nos deja la maquina Odebrecht y su ensamblaje local es que la corrupción no es un hecho individual para cuya comprensión nos alcanza algún sistema de creencias morales sino un hecho social. Lo maquinico del fenómeno se expresa no solo en la existencia de un aceitado mecanismo con engranaje sino en otro componente que se nutre de la indiferencia: la banalidad del mal. Las ganancias, los negocios, sumen a los participantes en la ilusión de que todos ganan, existe una cadena de valor, agregado, que fetichismo mediante, fabrica olvido. Se descuenta la violencia originaria de la extracción, del robo, de la traición”. (SIC).

Obviamente dejaremos para la oportunidad de debates de filosofía política la discusión de la separación entre ética y política, entre hombre interior y hombre público porque, como varios de los pensamientos que se expresan en los “documentos de trabajo”, por otra parte cambiantes que no aportan a la causa y se desvían del debido proceso, se exhiben pensamientos y teorizaciones sociológicas; no jurídicas, claramente, y menos aún procesales.
Ello, sin dejar de mencionar el sospechoso abandono de TODA LA PRUEBA recolectada, por o a pedido de la propia Fiscalía que, ya en 2017 debería de haber concluido con el ARCHIVO de la causa original caratulada con el Nro. 1614/2016, ya que:

a) Carlos Ben no podía ser integrante único de una Asociación Ilícita ya que, los otros integrantes denunciados, NUNCA fueron investigados. 

b) La PRUEBA PRODUCIDA determinaba la inocencia de Carlos Ben.

c) La Policía Federal Argentina (Departamento de Defraudación y Estafas) informó al Juzgado, que Carlos Ben no tenía relación con ninguna de las empresas denunciadas, incluso como TESTAFERROS.

d) De igual manera la situación de Carlos Ben estaba justificada, a pesar de los esfuerzos de la Oficina Anticorrupción por querer, demostrar lo contrario (incluso a través de un medio periodístico sobre lo que requerimos en particular).

En este punto la causa caratulada desde un acto no reconocido por la ley (denuncia anónima) DEBIÓ ARCHIVARSE SIN MÁS.
Todo el resto, que ya se visualiza con el título lo que impulsa la Fiscalía, que V.S. comparte al realizar las citaciones sin otro análisis es: “SOBORNOS DE ODEBRECHT EN LATINO AMÉRICA”, que coincide con la manifestación efectuada por la Oficina Anticorrupción que expresamente señala:

“…los hechos que constituyen el objeto procesal de esta causa pueden integrar una parte de la ramificación local de uno de los escándalos de corrupción más grandes, que en los últimos años ha sacudido a la región latinoamericana”.

V.S. puede advertir que la causa Nº 1614/2016, como tal está agotada, Puede resolver archivarla realizando o no las pericias contempladas en la ley a su criterio.

En especial cuando informé a V.S. que cuando Carlos Ben prestaba en AySA los servicios en el Directorio, se privó a la UTE en Tigre de U$S 70 millones reclamados por la contratista en base reconocimientos opinables, que V.S. tampoco consideró.
Todo lo demás forma parte de una investigación diferente que deberá tramitarse conforme se disponga y según las normas aplicables.
Esto significa que la justicia debe investigar a Odebrecht si así lo considera, pero no en esta causa y con este alcance.
41º) – Pese a todo ello me encuentro declarando como sospechoso por el pago de “sobornos”, o sea, en términos legales, se pretende atribuirme la participación criminal en el delito de cohecho, curiosamente solicitada por la Oficina Anticorrupción, dirigida por Laura Alonso. 
De inicio, debe señalarse que, en este caso, resulta a todas luces incoherente atribuir a este imputado, por los mismos hechos, los delitos de administración fraudulenta en perjuicio de la Administración Pública y de cohecho.

Es que o bien los supuestos “sobornos” pagados por las empresas contratistas conforman el “beneficio” que el tipo penal exige del autor del delito de administración fraudulenta, o bien conforma la prestación ilegal constitutiva del delito de cohecho, pero de ningún modo un mismo hecho (o la supuesta reiteración de los mismos) puede justificar la doble atribución de una de todos modos inviable responsabilidad penal.

O se atribuye a mi persona la percepción de dinero como “beneficio” por haber administrado ilegalmente fondos en perjuicio de la Administración, o bien se califica dicha entrega como el objeto del cohecho, del soborno como dice el Sr. Fiscal, pero de ningún modo puede sostenerse la doble atribución de responsabilidad por un mismo hecho.

En rigor de verdad, lo remarco, ninguna imputación penal hacia mi persona se sostiene a la luz de la realidad de los hechos que, tarde o temprano, deberán ser reconocidos judicialmente culminando esta injustificada acusación. 
Pero es preciso liminarmente destacar el desatino en el que se incurre en la imputación que ahora se renueva hacia mi persona como si debiera tener que estar acusado permanentemente.
43º) – Dicho lo cual, vuelvo a la cuestión del cohecho atribuido hacia mi persona.

La mayoría de los delitos contra la Administración Pública encuentran su origen en el Derecho Romano. 

Siguiendo a Ferrini, puede afirmarse que el cohecho tiene su primer antecedente legislativo en la Ley Calpurnia del año 149 a.C., a la que, en sentido similar, le siguieron la Junia, la Servilia, la Arcilia, la Cornelia y la Julia. 

En principio, contra estas conductas se le otorgaba a la víctima una acción de carácter privado tendiente a lograr la repetición del monto respectivo por parte del autor, por lo cual esta era conocida bajo el nombre de "crimen repetundarum". 

A partir de la Ley Arcilia la acción civil se convirtió en penal, imponiéndosele al autor una multa del doble de lo recibido. 

Este sistema fue aplicado a varias figuras vinculadas con la corrupción en la Administración Pública, sin una clara distinción entre ellas. A modo de ejemplo, puede citarse la Ley Julia en la que por igual se sancionaba la aceptación de dinero para administrar justicia o cumplir un acto propio (actualmente denominadas cohecho), junto con la extorsión indebida de dinero (actualmente concusión). 

Conforme Garraud, es el Código francés de 1792 el que caracteriza debidamente al cohecho, diferenciándolo a través de la motivación del autor del resto de las figuras con las que se mantenía confundido. Así, el cohecho se configura cuando el funcionario público obra por lo que recibió o recibirá de acuerdo a lo convenido con el particular corruptor (GARRAUD, R., "Traité de Droit Pénal Français, t. IV, p. 341, Paris, 1912).

En la senda iniciada por la legislación francesa, doctrinariamente puede citarse a Carrara, el que definía a la corrupción (cohecho) como "... la venta realizada entre un particular y un funcionario público, de un acto perteneciente al cargo de éste, que por regla debe ser gratuito..." (CARRARA, Francesco, "Programa del Curso de Derecho Criminal. Parte Especial", punto 2545, Buenos Aires, 1947).

Así, el delito de cohecho, en sus diversas modalidades comisivas, reprime la venalidad del funcionario público. Por tal debe entenderse su calidad de ser sobornable, es decir, de fundar sus actos en un precio abonado por un particular. En consecuencia, se castiga la espúrea motivación del agente que obra impulsado por el soborno recibido y no por lograr el bien común. Por su intermedio, se tiende a proteger el normal funcionamiento de la Administración, que puede verse amenazado por la sola existencia de una motivación particular en el ánimo del funcionario. La venalidad, como fuente incluso de un acto que el funcionario se encuentra legalmente obligado a cumplir, atenta contra el debido funcionamiento administrativo, que debe solventarse en la objetividad y el bien de la comunidad.

Esencialmente, el cohecho es un negocio ilícito por el cual un particular entrega o promete entregar algo a un funcionario con el fin de obtener, a título de contraprestación, un acto u omisión concreta por parte de la administración pública. En consecuencia, existe una bilateralidad en las acciones de las partes conforme a la cual la conducta del funcionario resulta una derivación lógica de lo actuado por el particular. De tal modo, nos encontramos en presencia de un caso de codelincuencia, es decir, para que uno de los sujetos realice su conducta típica, el otro debe haber cumplido previamente la propia. Por este motivo, el legislador ha optado por tipificar separadamente el obrar de las partes (arts. 256 y 257, por un lado, y 258, por el otro). Esta solución, desde ya acertada, guarda íntima vinculación con los verbos típicos escogidos. 

De acuerdo con nuestro ordenamiento positivo, la relación bilateral concluye con la recepción de la dádiva por parte del funcionario público o por la aceptación, de parte de éste, de la oferta formulada por el particular.

La armónica conjugación de los arts. 256, 257 y 258 del Cód. Penal determina que existen dos pares de acciones vinculadas: dar y recibir, y ofrecer y aceptar. 

Es decir que, conforme las descripciones legales, existen dos tipos de convenios ilícitos. 

En uno, el particular entrega y el funcionario público recibe una dádiva, asumiendo este último una obligación de hacer (o de no hacer) algo determinado en el futuro. 

En el otro, el acuerdo concluye con dos obligaciones recíprocas y futuras: la del particular, que es la de pagar una dádiva y la del funcionario, que es la de hacer, retardar o dejar de hacer algo determinado. 

En función de ello, el grado de convicción que, como mínimo, debe ostentar el magistrado para sospechar acerca de la existencia de cohecho, exige la existencia de motivos bastantes (art. 294, CPPN) que permitan inferir la existencia o bien de una entrega o una oferta de dinero de parte del autor del cohecho activo dirigido a un funcionario público, para que éste haga, retarde o deje de hacer algo inherente a su función.

Vale decir que, aún en esta instancia del proceso, donde no es necesaria la plena certeza sobre la existencia de los distintos elementos que conforman el tipo penal, es ineludible que el magistrado enuncie los elementos que razonablemente ponderados permitan sospechar sobre el modo, tiempo y lugar en que existió, concretamente, el ofrecimiento o la entrega de la dádiva o el dinero para que el funcionario haga, retarde o deje de hacer algo inherente a su función.

No resulta suficiente, en absoluto, que el magistrado enuncie la existencia favoritismo, o de una relación personal entre los sujetos a quienes se atribuye la comisión del delito, siendo ineludible que se determine, siquiera de modo provisional, reitero, el modo en que presumiblemente pudo verificarse el ofrecimiento de dinero o la entrega del mismo a favor del funcionario.

Y especialmente, que el supuesto destinatario del dinero sea, efectivamente, un “funcionario público”.

¿Desde otro funcionario público para seguir el concepto oficial?

Nada de ello se verifica, ni por asomo, en este caso, en el que, además, se pretende fundar en la relación de un “privado” (Carlos Ben) con funcionario público (Ing. José López) sin que se especifique cual fue la conducta que mantuvo cada uno de los mencionados.
Por otra parte, los tipos penales contemplados en los arts. 256 y 258, Código Penal, describen conductas respecto de las cuales el sentido común indica que antes de su consumación debe haber habido algún tipo de negociación, y allí es donde se enmarca el plan individual del autor quien, con dominio sobre el hecho que está causando, es señor sobre la realización del tipo, tentado o consumado. Cada caso de la realidad es el que permitirá deslindar si hubo actos preparatorios, de tentativa o consumados, y entre los elementos de esa realidad no puede prescindirse de la planificación del autor o autores. 

Extremos que tampoco lucen siquiera bajo una conjetura fundada en esta causa.
Otra cuestión esencial que hace a la existencia del delito enrostrado a este justiciable es la determinación, con el grado de probabilidad que exige esta instancia procesal, es que no sólo debe existir un ofrecimiento o entrega de dinero o dádiva, sino que dicha entrega o ese ofrecimiento tiene como fin que el funcionario cumpla en un acto posterior las conductas típicas previstas en la norma del Código Penal.
Claramente ello no se verifica, ni siquiera en grado de razonable probabilidad, en este caso. Además, como se dijo, pretende plantearse en relación a un funcionario público que ni siquiera está indagado con un privado que es el carácter que reviste aquí Carlos Ben.
El cohecho es un delito doloso, y el dolo comprende la conciencia y voluntad de ofrecer o entregar la dádiva como retribución ilícita por un acto del cargo (Maggiore, Derecho Penal, Vol. III, pág. 198).

Al cabo de las consideraciones que anteceden resulta indisputable que no existe un solo elemento de prueba que permita inferir, siquiera, la comisión, por mi parte, del delito de cohecho que se pretende atribuirme en esta causa.

Consecuentemente, el estado de sospecha en base al cual V.S. ha dispuesto citarme para recibirme declaración indagatoria se encuentra desprovisto de todo fundamento (art. 294, CPPN).
En efecto, sabido es que la citación de un imputado para que preste declaración indagatoria constituye un acto procesal que, aún cuando posibilite la defensa del encartado, surte efectos procesales y sustanciales trascendentes.

Por ello es que la ley ritual establece que la procedencia de dicha citación, aún cuando se trate de un arbitrio del magistrado, quede supeditada a la existencia de una sospecha bastante que “indispensablemente debe estructurarse en elementos objetivos de convicción, demostrativos de la responsabilidad criminal del imputado” (NAVARRO, Guillermo R. y DARAY, Roberto R.: Código Procesal Penal de la Nación, tomo I, p. 610).

Aún cuando la norma no exija que el magistrado ostente el grado de convicción establecido en el art. 306, CPP, para disponer su procesamiento, resulta indisputable que la vinculación de un imputado al proceso a través de su citación para que preste declaración indagatoria requiere “algo más” que la mera denuncia del hecho.

Se exige, a partir de la adopción de las diligencias probatorias propiciadas por el denunciante y/o por el Ministerio Público Fiscal y/o la parte querellante, la existencia de elementos probatorios concretos que, sumados a los términos de la denuncia, conformen un motivo suficiente para sospechar que el imputado ha participado en la comisión de un delito.

Así lo tiene dicho, reiteradamente, la jurisprudencia de la Excma. Cámara Nacional de Casación Penal (Sala V, fallo del 20 de abril de 2007, causa “C., M.A.”, publicado en LA LEY 13/08/2007, 11 - LA LEY 2007-D, 697 - DJ 2007-III, 280):

“Es claro, pues, que el encuadre de lo denunciado por R. dentro de los extremos del art. 257 del Código Penal ha sido prematuro. Sus meras "intuiciones" no pueden ser válidamente receptadas como base promotora de un proceso que someta a investigación a un ministro del Poder Ejecutivo y a una jueza de la Nación, ni a persona alguna, so pena de afectarse el principio de inocencia y el derecho de defensa, porque se invertiría la carga de la prueba en cabeza del Estado y los imputados no sabrían —por la excesiva relatividad en la descripción del hecho— sobre qué acto concreto contradecir.

“Resulta necesario que, investigación previa mediante, se logre confirmar o desvirtuar —aun cuando sea en forma mínimamente razonable— tanto la aducida presunción del ofrecimiento y aceptación de "dinero o algún tipo de promesa, como ser un ascenso a camarista" (…). De otro modo, se estaría dando curso a una imputación en base a una mera "presunción" u "opinión" de quien la formula, pero sin los presupuestos mínimos como para que puedan encausarse la investigación para actuar en consecuencia.

“(…) Tal carga pesa sobre el magistrado correccional porque, de no verificarse mínimamente tales supuestos, el encuadre ensayado carecerá de fundamentación válida tanto para el inicio de una investigación cuanto para el subsiguiente desprendimiento de competencia propuesto (Fallos, 302:853; 315:312; 242:529, 306:1997; 303:1531).” 

Si, a partir de las consideraciones volcadas en los capítulos que anteceden, se recuerda que ninguno de los extremos fácticos señalados por la Oficina Anticorrupción y por el Ministerio Público Fiscal se compadecen con lo actuado en dicho proceso, si se tiene presente que no existe prueba alguna que permita siquiera inferir las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que supuestamente habría existido la entrega o la promesa de dádiva o de dinero que se me atribuye, mal puede, entonces, considerarse existente el “motivo bastante” que exige el ordenamiento ritual para que un magistrado pueda indagar a quien luce imputado por la comisión de un delito.

En este punto cabe además preguntarse ¿Qué podía ofrecer Carlos Ben si no ostentaba el poder de resolver nada?

En este punto cabe destacar que para proyectar, presupuestar, adjudicar, aprobar addendas, redeterminaciones de precios, pagos de certificados, etc. Carlos Ben NO TENÍA NINGUNA POSIBILIDAD DE HACER NADA DE ESTO; incluso en varios de estos actos ni siquiera intervino.

Realmente una acusación direccionada y sin ningún fundamento, coherencia, ni prueba. 

43º) – La citación materializada por V.S. respecto de mi persona deriva, entonces, de una absurda apreciación de los extremos reunidos en esta causa.

La apreciación de la prueba consiste en el exámen crítico por el órgano que decide el conflicto penal, de los elementos válidamente introducidos en el proceso, a efectos de servir de base al pronunciamiento jurisdiccional.

Desde el momento en que V.S. aprecia y valora en forma absurda y arbitraria la prueba mencionada en la resolución, y asimismo soslaya por completo extremos fácticos acreditados por prueba incontrovertida, da lugar a un pronunciamiento desprovisto de todo fundamento jurídico.
En una de las caracterizaciones más explícitas de lo que, según la Corte, ha de entenderse por arbitrariedad, el Alto Tribunal, en el caso Carlozzi c/Ballesteros (207:72; 14.2.947), dijo que "arbitrariedad sólo la hay cuando se resuelve contra o con prescindencia de lo expresamente dispuesto por la ley respecto del caso, se prescinde de pruebas fehacientes regularmente traídas al juicio, o se hace remisión a las que no constan en él". 

En otro precedente ha dejado sentado la Corte Federal "si fuera palmario el error alegado de los jueces de la causa, al resultar contradictorio lo afirmado con la concreta demostración inequívoca de los hechos del caso invocados por la sentencia, la doctrina establecida en materia de arbitrariedad recobra valor, pues entonces se trataría de la prescindencia y no de la apreciación de la prueba" (235:387). La Corte ha equiparado "interpretar caprichosamente" y "prescindir" (239:35).

44°) - La herramienta procesal adecuada para conocer la verdad histórica de un hecho controvertido es la investigación. Esta implica un proceso de reconstrucción o representación de hechos pasados que tiene como fin develar la realidad, aplicando para ese cometido técnico y conocimientos lógico-jurídicos. Solamente las resoluciones que se basen en la razonada apreciación de los elementos reunidos durante la investigación resultan lógicas y jurídicamente válidas.
Sin embargo, la resolución dictada por V.S. –que se encuentra muy lejos de ese ideal- denota que los elementos de convicción acercados a la causa no fueron adecuadamente evaluados y -peor aún- aquellos que fueron aportados por esta parte no fueron considerados siquiera módicamente por el Juzgado interviniente. 
En los escritos presentados por esta parte, se han incluido deliberadamente distintas referencias a hechos y elementos que conducen a la verdad de lo sucedido y que -por ende- obligatoriamente debieron ser ponderadas por V.S.
Así, sobre una base endeble, parcializada y conjetural, fue emitida una imputación prematura y -por sus evidentes defectos- descalificable como acto jurisdiccional válido.
Es claro que el auto que da origen al comparendo que concreto en esta fecha, no se encuentra apoyado en una base fáctica debidamente acreditada, sino exclusivamente en una interpretación unilateral del juzgador. 
La atribución de responsabilidad efectuada se basó en un criterio de responsabilidad objetiva absolutamente inadmisible en materia penal, por resultar violatorio del principio de culpabilidad, por el cual nadie puede ser penado por un hecho que no le sea atribuible objetiva y subjetivamente. 

Como es bien sabido, la etapa de instrucción es puramente investigativa, preparatoria de la etapa de juicio, y por ello cierta discrecionalidad es una de sus notas características. Pero esa libertad del Juez no es absoluta (tal como ha sido resuelto en varios casos similares) porque la potestad de los magistrados para ordenar, seleccionar y valorar los elementos de convicción que estimen pertinentes no puede ser arbitrariamente utilizada. Así ocurriría, por ejemplo, si el juez omitiera incorporar pruebas pertinentes y causalmente idóneas para modificar la solución adoptada
. 
Además, esa obligación de los magistrados de instrucción no se encuentra supeditada a la proposición de pruebas por las partes, sino que se trata de una obligación funcional de investigar la verdad
.
Por lo que, en el estado actual del proceso se imponía -antes de concretar semejante imputación en mi perjuicio- producir una investigación que permitiera contar con pruebas útiles y conducentes al esclarecimiento de los hechos y -además- producir la prueba que vengo ofreciendo hace más de un año, y que sistemáticamente viene siendo negada a este justiciable.

45°) – Especialmente ello es así cuando en la resolución de V.S. no está debidamente explicada la conducta que se me reprocha y de qué forma puede ser subsumida en el tipo penal escogido para incriminarme, y tampoco se verificó el elemento subjetivo necesario para enrostrárseme su autoría -ni ninguna otra participación criminal- en el delito que se me imputa.
Para que pueda atribuirse a mi persona el delito atribuido a mi actuación, tiene que haberse demostrado en forma suficiente el elemento subjetivo del tipo, esto es, su plena conciencia y voluntad de la superposición de caracteres.

Claro que para discutir si el imputado tiene conciencia es preciso inicialmente determinar el dato objetivo. La vinculación real. 
Es en este punto donde la acusación erigida por V.S. no ha sido debidamente explicada. 
Este imputado no tuvo ni tiene vinculación alguna con ninguno de los involucrados en los hechos descriptos en el decisorio donde se dispuso mi citación.  

Autor de un delito es quien “ejecuta el verbo típico” o quien tiene el dominio del hecho. Lo cierto es yo no llevé a cabo, ni contribuí materialmente en la acción típica (que tampoco está acreditada), ni tampoco tuve dominio del hecho.
Precisamente, no se da en ningún caso que este imputado haya tenido responsabilidad alguna reprochable criminalmente. 
“La acción típica no se entiende únicamente como una actuación con determinada actitud personal, ni como mero acaecer del mundo exterior, sino como unidad de sentido objetivo-subjetivo. El hecho aparece así como la obra de una voluntad que dirige al suceso”
. 
Tal no es mi situación en relación a los hechos denunciados, dado que mi comportamiento lejos estuvo de “dirigir el suceso” objeto de la investigación. 
No parece razonable ni, mucho menos, justo, responsabilizarme por supuestos hechos irregulares en los cuales no intervine activamente. 

Queda evidenciada entonces la ausencia del elemento subjetivo requerido para que se configure la conducta penal incriminada. 
46°) – La ausente descripción de los hechos imputados en esta parcela de la investigación desencadena vicios insanables.

El imputado de un delito, debe necesariamente conocer con exactitud la figura penal que se le endilga. Ello resulta necesario para permitírsele desarrollar una correcta defensa de sus derechos.

Al no permitírseme conocer acabadamente el delito que se me enrostra, se me impide desarrollar, tanto a mi persona como a mis abogados defensores, un ejercicio cabal de la garantía constitucional de defensa en juicio así como también el gozar de las ventajas del apego, por parte del señor Juez, a las normas del debido proceso. 

47°) - La resolución que me convoca a prestar declaración indagatoria es arbitraria por carecer de sustento fáctico-jurídico y por no resultar consecuente con las constancias de la causa.
En este punto cabe reiterar que V.S. debió observar el tipo penal que sugiere la Oficina Anticorrupción:

· Cohecho – privado     Un Funcionario Público.
Qué se describe en relación a Carlos Ben:

· La O.A.: relación con José López (como si ello fuera un delito en sí mismo). Veamos cómo queda la ecuación:

*Cohecho – un funcionario público (J. L.)
[image: image8]
Otro funcionario público (C.B.) (Según Juzgado)

*Cohecho – un funcionario público (J. L.) 
[image: image9]
Un privado (C.B.) (Según se considere a Carlos Ben como lo que es: un empleado de una sociedad anónima).

TODO INCOHERENTE, ARBITRARIO, NULO:

Y lo afirmado por el Fiscal de que circuló algunos de los aportes: SIN FUNDAMENTO, SIN PRUEBAS, SIN SUSTENTO ergo ARBITRARIO, es decir: NULO.

MÁS ARBITRARIEDADES, MAS NULIDADES.
Hace afirmar al Juzgado conjunciones que no encuadran razonablemente con los hechos, seleccionando acusados sin importar sus conductas y hechos.

Lo obliga a proceder con hipótesis vacías e incongruentes tales como referir a “acuerdos previos” sin ninguna prueba.

Inventar exigencias sobre publicaciones por encima de las normas.

Considerar que las ampliaciones de plazo benefician al contratista. En especial con un régimen de redeterminacion de precios como el del Decreto Nº 1295/02, al que erróneamente considera beneficioso una vez vencido el plazo original del contrato.

Así, incluso, respecto de redeterminaciones técnicas (no adoptadas por Carlos Ben) controvertidas sin el necesario criterio técnico emanado de una pericia que lo contradiga como lo prevén las normas y usos procesales.

Así, los temas que se han desarrollado en la causa sin que ninguna exposición haya sido merituada.

Todo ello por el emblema con que el Fiscal –y el Juzgado acompañándolo- han determinado, entre cuyos conceptos podemos expresar uno que resume este posicionamiento:

La motivación de un acto jurisdiccional no es solamente un requisito formal, es –valga la obviedad- el elemento de contenido eminentemente intelectual, valorativo, crítico y –fundamentalmente- lógico, en el cual el juzgador apoya su decisión. Motivar una resolución judicial no es otra cosa que exponer los fundamentos, razones, argumentos, criterios, etc., en que –en uno u otro sentido- la decisión se basa. 

Esta exigencia de la motivación de las sentencias constituye una garantía constitucional para las partes y un deber para el Estado, en cuanto tiende a asegurar la recta administración de justicia. La Corte Suprema de Justicia de la Nación sostiene desde antiguo que “la exigencia de que los fallos judiciales tengan fundamentos serios reconoce raíz constitucional”
, y también que “cuando la sentencia aparece destituida de fundamentos legales, viola la garantía constitucional de la defensa en juicio”
.  Ha reiterado también que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados (v. Fallos: 318:189; 319:2264, entre otros); exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares (Fallos:236:27; 319:2264). 

La exigencia de la motivación se erige entonces en una garantía constitucional, a la par de asegurar la publicidad de los actos del Estado, pilar del régimen republicano de gobierno. En virtud de la motivación, el tribunal demuestra a los interesados un adecuado análisis de la causa, una valoración de las pruebas sin descuido de los elementos fundamentales, un razonamiento lógico y una aplicación de las normas legales conforme a un justo criterio de adecuación
.

Evidentemente, decidir una importante cuestión como la que nos ocupa, basándose sólo en afirmaciones dogmáticas y omitiendo la evaluación de las constancias de autos, la escisión de responsabilidades y las conducentes cuestiones introducidas por el imputado y su defensa, vicia de arbitrariedad a la resolución criticada, defecto que torna írrito ese pronunciamiento, pues no constituye la aplicación del derecho vigente.

En esa inteligencia, desde antiguo sostiene la Corte Suprema de Justicia de la Nación que “las sentencias deben ser fundadas y constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa, de modo que son descalificables por arbitrariedad las que omiten pronunciarse sobre cuestiones planteadas y conducentes a la solución del juicio” 
. 

Tan cierto como que los jueces no están obligados a tratar todos los argumentos utilizados por las partes, es que sí lo están con relación a aquellos que se estimen decisivos para la solución del caso
. Los razonamientos abstractos, carentes de causa en el proceso y lógicamente discutibles a los que ha recurrido el señor Juez, sólo en forma aparente son un respaldo racional jurídico de la resolución recurrida. 

Toda vez que el decisorio criticado desconoce lo establecido por el art. 294 del CPPN, constituye una decisión arbitraria (en el sentido que a este término le ha otorgado la doctrina de la Corte a partir del ya citado caso “Rey vs. Rocha”); defecto sancionado con pena de nulidad
, cuya declaración postulamos de manera expresa y solicitamos se imprima el trámite pertinente (art. 123 y ccdtes, CPPN).

 Por lo demás, la decisión recurrida ha puesto en crisis las garantías constitucionales del debido proceso y de la defensa en juicio, circunstancia que constituye cuestión federal suficiente para que, de mantenerse dicho criterio, pueda recurrirse por vía extraordinaria ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Es por eso que las argumentaciones en que se sustentó el juicio provisional de V.S. resultan puramente especulativas, erróneas, apartadas de la lógica y sin arraigo en la prueba existente.

El valor otorgado en la convocatoria instrumentada por V.S. a las supuestas pruebas –que a nuestro juicio ni siquiera llegan a ser tales- presenta un carácter precario, equívoco y de algún modo absurdo. 
Es fácil advertir que, de todas las posibilidades más o menos lógicas sobre los hechos, V.S. se ha inclinado –en todos los casos- por aquélla que resultara más perjudicial hacia mi persona: la que conducía a una conclusión de culpabilidad, que considero anticipada, en atención a las innegables connotaciones políticas que tiene este proceso.

Así, el señor Juez echó por tierra el art. 3 del CPPN y el art. art. 18 de la Constitución Nacional que establecen –como un principio liminar- que todo habitante de nuestro país debe ser tenido por inocente hasta tanto se acredite su culpabilidad. 
Y acreditar, demostrar, probar, no es simplemente suponer, independientemente de que esto se haga acertada o desacertadamente. Acreditar es evidenciar, con cierto grado de certeza, una determinada circunstancia; es decir, corroborar un hecho o dato por medios razonablemente certeros y comprobables. De otro modo, los ciudadanos quedarían a merced, en el mejor de los casos, de la pura y falible intuición de los magistrados y, para peor, privados de toda posibilidad de defensa cuando la prueba se limita a una pura conjetura del Juez.   
Lo hasta aquí dicho pone de manifiesto –entre otras cosas- la ausencia de fundamentación real de un decisorio que expone una serie de razonamientos abstractos, ciertamente equívocos, carentes de causa en el proceso, lógicamente discutibles, y que por todo ello son sólo aparentemente un respaldo racional jurídico.
Comentarios Adicionales:
1º) En la medida que se acepte la acusación de la Oficina Anticorrupción de que sospecha o pretende encuadrar mi conducta motivado en “groseras irregularidades”, se debe dar curso a la prueba que se requiere específicamente (art. 304 CPPN).

2º) En días previos a este acto, la OFICINA ANTICORRUPCIÓN, cuya titular es la Lic. Laura ALONSO, señalada por los periodistas que circularon una información brindada por la misma, permitió titulares que refieren a “DETECTAN” 30 propiedades a Carlos Ben o similares.

En primer término nadie detectó nada. Mi patrimonio fue siempre DECLARADO en AFIP para el pago de las obligaciones fiscales.

También en las DDJJ presentadas ante la Oficina requerida.

En segundo término, más allá de que brindó información que no resulta propio brindar con intensión sesgada, y maliciosa, vinculándose a esta citación enviada por V.S. a su pedido, en el rol de querellante, corresponde señalar que es un organismo que no es apropiado para esta tarea.
Cabe reflexionar qué rol cabe a esta autoridad pública que V.S otorgó ser querellante y a la vez ventila mediáticamente información no solamente ERRÓNEA tal como lo certificamos por separado, sino extendiendo el período de sospecha a TODA MI VIDA LABORAL ya que gran parte de éstos bienes fueron adquiridos antes de ser contratado en AySA y otros antes de que el señor Jorge Rodríguez haya intervenido (o no) en actos vinculados a Odebrecht y aún así todos debidamente acreditados ante la AFIP y plenamente justificados ante V.S.
En tercer término estigmatizar, acusar falsamente, utilizar información, incluso alguna extraída de la AFIP, constituye una conducta reprochable que corresponde a V.S. articular con su intervención.

Además presentada falsamente como lo hace de esta manera, el seno familiar no solo se ve expuesto al escarnio público pretendiéndose de tildar de ilegal el producido de una vida de trabajo, sino expuesto al accionar delictivo de quien puede criminalmente suponer que soy un hombre millonario y tengo dos hijas profesionales con sus familias (cinco hijos que son mis nietos), su patrimonio también legítimo, y hacer peligrar su seguridad de todo lo cual hago expresa reserva.
Además para que, tal como parece resulta habitual en la querellante, procede con una animosidad diferente ante personas que hayan trabajado –como es mi caso- o gestionado políticas con el gobierno anterior al presente, investiga sin objetividad.

La falta de imparcialidad es tan evidente, como pública y reiterada.

CASO FEDERAL:

Para el caso de que las pretensiones entronizadas a través de ésta postulación procesal no sean receptadas por V.S., venimos a mantener el planteo del caso federal en los términos del art. 14 ley 48, y en directo resguardo de los derechos y garantías contempladas en los arts. 14,16, 17, 18, 19, 33, 43, 75 inc. 22 y concordantes de la Constitución Nacional. 

PETITORIO:

Por todo lo expuesto, solicito:

1º: Se tengan presentes las manifestaciones ampliatorias formuladas, integrándose las mismas a esta declaración indagatoria, conjuntamente con los documentos que se anexan.

2º: Que se disponga la producción de las diligencias probatorias requeridas en el presente y que se enumeran a continuación:
MEDIDAS DE PRUEBA SOLICITADAS (art. 304 CPPN)

1º) Pericia técnica a tenor del pliego ya presentado y a completar cuando se disponga la medida.

2º) Pericia contable a tenor del pliego ya presentado y a completar cuando se disponga la medida.
3º) Se oficie a Agua y Saneamientos Argentinos Sociedad Anónima (AySA)para requerir información faltante acerca de las obras investigadas y su financiamiento; acerca de la administración de la Sociedad, relacionado con las decisiones respecto de las mismas, especialmente respecto de los pagos; niveles de ejecución de los renglones 10 y 11; las redeterminaciones de precios. De igual manera acerca de obras de similares características. 

4º) Se oficie a la Agencia de Planificacion (APLA) aclaraciones acerca de la contratación e informes del Ing. Guitelman y respecto las addendas de las obras que los sistemas de redeterminación de precios. 

5º) Se oficie a la Inspección General de Justicia (IGJ) acerca de la inscripción de AySA y respecto de la documentación presentada para tal fin, así como certificar el cumplimiento de las normas societarias.

6º) Se oficie solicitud de información sobre las inspecciones de las obras de parte HCA y JVP y las contingencias contractuales.
En igual medida a la firma Halcrow Arg. S.A, sobre las contingencias en a obra de Tigre.

7º) Se oficie a la Auditoría General de la Nación (A.G.N.) acerca de las obras observaciones realizadas en relación a las obras investigadas.

8º) Se oficie a la Cámara Argentina de la Construcción (C.A.C) sobre las publicaciones que realiza al respecto del Sector Recursos Hídricos (AySA), realizadas por los Ing. Cecilia Cavedo y Daniel Galilea.

9º) Se oficie a la Oficina Anticorrupción (O.A.) acerca de las declaraciones juradas que se presentaron por parte de miembros de AySA.
10º) Se oficie al Banco Central de la República Argentina (B.C.R.A.) acerca de las comunicaciones A 5012 (Fecha 01 de Diciembre el 2009) y A 5184 (de Fecha 17 de Febrero del 2011).

11º) A la Defensoría del Pueblo de la Nación (D.P.N) sobre los antecedentes que tiene en ese organismos de las obras investigadas en esta causa.

12º) Se reitere oficio a Panamá acerca de la Sociedad Embry y si la misma tuvo cuenta bancaria y sus movimientos. 





Proveer de conformidad.





Será Justicia.

       ANEXO:
ASAMBLEA ACCIONISTAS 26 DE ENERO 2017

100% Capital accionario presente.

Art. 237 “in fine” ley 19.550

CLASE “A”

Presidente Directorio: Ing. José Luis INGLESE (Directorio)

Vicepte.: Lic. Alejandro Cesar VIVONE (Directorio)

Dtor. Ing. Camilo DI Boscio (Directorio)

Lic. Rogelio FRIGERIO (ACCIONISTA)

Dra. Celia YANNUZZI (Síndica) 

Cdora. Silvana María GENTILE (Síndica)

CLASE “B”

Sr. José Luis LINGERI (Directorio)

Dr. Reinaldo CASTRO (Sindico)

Lic. Carlos RIOS (Accionista)

Dr. Horacio Alfredo NUÑEZ (Accionista)

Señalan en resumen fuera de la fecha prevista por demora AGN del informe de auditoría y del “ESTUDIO BERTORA y Asociados S.A. “contratados al efecto, más

“ESTUDIO QUIAN” (Auditor externo)

Norma: Art. 234° inciso 1° ley 19.550

Memoria y Estados contables período 1/1 al 31/12/15

POR UNANIMIDAD:

1°) Aprueba Memoria y Estados Contables Ejercicio “10”: 1° de enero al 31 de diciembre 2015 (aprobados por el Directorio: Acta n° 187: 17/08/2016)

 2°) Aprueba la GESTION del Directorio y la Comisión Fiscalizadora periodo 1° de enero al 31 de diciembre de 2015.

3°) Aprueba las remuneraciones (art. 261 Ley 19.550)

Es decir, como ha sido reiteradamente expuesto y documentado luego de varios meses de análisis, las nuevas autoridades ratificaron la gestión y actuación en la Sociedad del Directorio anterior (incluido Carlos Ben) y la Comisión Fiscalizadora.
2 NO SE INVESTIGAN


AUNQUE 2 SON INHIBIDOS SE INVESTIGA A 1 SOLO





DENUNCIA ANÓNIMA 


3 ACUSADOS


Asociación ilícita 





Indefensión


Arbitrariedad


Las pruebas: se las deja de lado y otras necesarias no se realizan


No se cumple el debido proceso


Se afectan los derechos constitucionales





SOLO SE INVESTIGA UNO:


CARLOS BEN





PRUEBAS: INOCENCIA


CARLOS BEN





NO SE HACE MERITO DE ELLAS











Juicio Adm Fraudulenta





NULIDAD ABSOLUTA





ACUERDOS PREVIOS: 5 PERSONAS





SIN PRUEBAS





SIN EXPLICACIÓN 


SIN PRUEBAS














SOBORNOS AYSA: 2 personas 
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